PROMUEVE DEMANDA POR ACCIDENTE DE TRABAJO

Sr. Juez de Trabajo:

Dr. ..., Abogado, inscripto al T° ..., F° ... del C.P.A.C.F, en calidad de apoderado del Sr. ..., constituyendo domicilio en la calle ... N° ..., y electrónico en ... (...), a V.S., respetuosamente me presento y digo:

I. PERSONERÍA

Como lo acredito con el acta de poder que acompaño, el Sr. ..., argentino, DNI ..., con domicilio real en la calle .... Nº .... de la Localidad y Partido de ..., Provincia de Buenos Aires, me ha conferido mandato suficiente para actuar en su nombre y representación.

II. OBJETO

Que vengo por el presente a promover formal Demanda contra ...., con domicilio en la calle ... N° ..., de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CP ...), por la suma de pesos que surge del punto liquidación y en concepto de indemnización por Accidente de Trabajo, o lo que en más o en menos corresponda, con más sus intereses a tasa activa, calculados desde el momento en que se ocasionó el accidente a describirse, con más sus respectivos costos y costas, fundado en las consideraciones de hecho y derecho que paso a exponer.

III. ACREDITA CUMPLIMIENTO DE INSTANCIA OBLIGATORIA
Que, a fin de dar curso a la presente demanda, vengo a acreditar el cumplimiento de la instancia de conciliación obligatoria prevista por la ley 24.635, acompañando la respectiva acta de finalización de la misma, atento a que no se pudo arribar a ningún acuerdo conciliatorio.

En fecha 27 de marzo del 2017, se llevó a cabo la audiencia de conciliación laboral obligatoria, más conocida como “SECLO”, la cual se cerró sin acuerdo.

Si bien la misma se desarrolló estando vigente la nueva ley 27.348, téngase presente que el pedido para que pueda llevarse a cabo fue desarrollado por el actor en fecha 24 de febrero de 2017, momento en el que aún no había sido sancionada la norma citada.

La fecha de solicitud puede obtenerse del propio sistema instaurado por el SECLO o de la constancia que se adjunta con la presente demanda.

Claro es, que no puede atribuírsele algún tipo de culpa al accionante en relación al funcionamiento de dicho sistema y a las demoras que se le atribuye para otorgar los turnos correspondientes, véase que transcurrió más de 1 mes desde la fecha de solicitud hasta el momento en que se celebró la audiencia de cierre.

Sin perjuicio de ello, la Resolución N° 463/2017 de la Secretaría de Trabajo, en su art. 1°, dispuso lo siguiente: “Establécese que, para los casos de reclamos iniciados (sorteo informático) que tengan por objeto accidentes laborales y/o enfermedades profesionales Ley N° 24.557, Ley N° 26.773 en el Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria – SECLO – con fecha anterior al 01/03/2017, se deberá continuar su trámite normal y habitual tanto para el cierre de la instancia como para los eventuales acuerdos, de conformidad con lo normado por la ley 24.635 y decreto N° 1169/96 modif. decreto N° 1347/99”.

De tal modo, el cierre de la etapa de conciliación laboral obligatoria con fecha 27/03/2017 hace las veces de cierre de la instancia administrativa previa y habilita el reclamo ante la vía judicial, conforme surge de la propia acta de cierre, que en original se adjuntó al expediente.

El lineamiento narrado encuentra sustento en jurisprudencia reciente de la Sala VI de la Cámara de Apelaciones del Trabajo en autos: “BALMACEDA, MARÍA GRACIELA C/ PROVINCIA ART SA S/ ACCIDENTE – LEY ESPECIAL” (24514/2017), que cita: “Lo expuesto deja en evidencia que, al momento en que la actora inició el procedimiento administrativo previo ante el SECLO, todavía no se había dictado la Ley 27.348, la cual fue promulgada con ulterioridad, ni tampoco la reglamentación emanada por la Superintendencia de Riesgos, que recién se emitió el 23.02.2017, a la que aludía el Decreto 54/17; circunstancia que sella la suerte de la cuestión. Ello es así, pues, conforme lo dictaminó el Sr. Fiscal General, el dictado del art. 1 y cons. de la Ley 27.348 ha sido estructurado para el conocimiento de un recurso que presupone la vigencia de la Comisión Médica local o central, en una vía de reexamen; sin embargo –reitero– cuando la accionante inició su reclamo ante el SECLO, no solo no se había implementado el sistema, sino que ni siquiera existía... Que, en este marco, no se encuentra desplazado el artículo 24 de la L.O., por lo que, al menos en el presente caso, y ante la denuncia del domicilio de la demandada en esta ciudad, corresponde revocar lo resuelto en grado, y declarar la competencia de la Justicia Nacional del Trabajo para entender en las presentes actuaciones. Sin costas ante la falta de controversia...”.

Ante la inconstitucionalidad declarada por el máximo tribunal de las comisiones médicas encuadradas en los arts. 21 y 22 de la Ley 24.557, acápites que se cuestionarán más adelante, se estableció al SECLO como aquella instancia administrativa previa y obligatoria a cualquier reclamo en sede judicial, una etapa de conciliación que requiere la comparecencia de ambas partes a los efectos de arribar a un acuerdo, a tenor de los reclamos del requirente, el actor, y la posible oferta del requerido, el demandado. No obteniendo un resultado positivo, es el conciliador, el agente autorizado para dar por finalizada la instancia administrativa y habilitar la vía judicial, tal como consta en el acta señalada.

Sería absurdo insistir en la reapertura de una nueva instancia administrativa cuando, evidentemente, la demandada no tiene intenciones de llegar a un acuerdo con la actora, por lo pronto dentro de aquella etapa, tal como lo reflejó en la audiencia de SECLO.

IV. COMPETENCIA

Que, de acuerdo a lo que se desprende de la primera planilla de alta médica expedida por la demandada, documento que en copia simple se acompaña a la presente, y del relato de los hechos que a continuación se practicará, el actor ha sufrido un accidente de trabajo en fecha 3 de octubre del 2016, momento en el cual el sistema de riesgos del trabajo se regía únicamente por la Ley 24.557 y su complementaria, la Ley 26.773, no existiendo para ese entonces el Decreto 54/2017 ni la Ley 27.348, normativas que implicaron modificaciones en razón de la competencia territorial.

Siendo de tal modo, el trabajador que pretende reclamar una indemnización fundándose en el sistema de riesgos del trabajo y así en las leyes que la rigen, debe elegir entre una triple opción la competencia territorial que más se adecue a sus intereses y/o comodidades.

Es de tal manera que, pudiendo elegir entre la competencia territorial del lugar de celebración del contrato, lugar de prestación de tareas y lugar donde encuentra domicilio el demandado, el actor escogió por la última mencionada, correspondiéndole a la Justicia Nacional del Trabajo, con sede en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, declararse competente para entender en el presente proceso.

La importancia de hacer hincapié en la temática planteada radica en evitar que la contraparte pretenda convencer a V.S. de aplicar retroactivamente el Decreto 54/2017, que a partir de febrero de 2017 se encuentra vigente o la ley 27.348, que se halla promulgada desde marzo de 2017.

Vale destacar que el principio de la irretroactividad de las leyes se formaliza absoluta e insoslayablemente en el derecho argentino y es, por ello, que el derecho del trabajo y los riesgos que derivan de este no deben ni pueden ser una excepción a la regla.

Tal es la necesidad de ejercer la aclaración formulada que la citada se produce a raíz de serias y preocupantes creencias y aplicaciones retroactivas del Decreto 54/2017 y de la Ley 27.348, que algunos Jueces de primera instancia se encuentran efectuando en algunas de sus sentencias interlocutorias, cuando la contingencia laboral se produjo con anterioridad a la sanción de ambas normativas; lo expuesto sin considerar ni respetar el criterio que la Corte Suprema de Justicia de la Nación expidió al respecto, proclamándose por la irretroactividad de las normas en el fallo “ESPÓSITO DARDO LUIS C/ PROVINCIA ART S.A S/ ACCIDENTE – LEY ESPECIAL”, cuando estableció que no resulta de aplicación la Ley 26773 a los accidentes y/o enfermedades cuya primera manifestación invalidante fuese anterior a la entrada en vigencia de dicha normativa.

También, abarcó dicho tema en otras circunstancias y fallos más antiguos, como ser: “LUCCA DE HOZ, Mirta Liliana c. TADDEI, Eduardo y otro” cual manifestó: “... Creo menester destacar, ante todo, que el planteo referido a la aplicación del decreto 1278/00, en cuanto incrementó el tope indemnizatorio y fijó un pago directo a los derechohabientes no es aplicable al presente caso ya que no estaba vigente al momento de ocurridos los hechos que dieron motivo al reclamo. Al respecto, V.E tiene dicho que el fallo judicial que impone el pago de una indemnización por un infortunio laboral, sólo declara la existencia del derecho que lo funda, que es anterior a ese pronunciamiento; por ello la compensación económica debe determinarse conforme a la ley vigente cuando ese derecho se concreta, lo que ocurre en el momento en que se integra el presupuesto fáctico previsto en la norma para obtener el resarcimiento, con independencia de la efectiva promoción del pleito que persigue el reconocimiento de esa situación y de sus efectos en el ámbito jurídico (Fallos 314 315:885); sostener lo contrario conllevaría la aplicación retroactiva de la ley nueva a situaciones jurídicas cuyas consecuencias se habían producido con anterioridad a ser sancionada (Fallos 314:481; 321:45)” y en “VIZCARRA, Raúl c. MAPFRE Argentina ART S.A. y Otro s/acción de amparo”, en los que se resolvió que: “De conformidad con lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso “Lucca de Hoz” -LA LEY 13/09/2010- y por razones de economía procesal corresponde precisar que el decreto 1694/09 en cuanto dispone la forma de determinación y ajuste del ingreso base mensual para el cálculo de las prestaciones dinerarias por incapacidad permanente provisoria de la LRT, solo rige para aquellos supuestos en que las primeras manifestaciones invalidantes de la incapacidad se produjeron con posterioridad al día 6/11/2009 en que fue publicado y entró en vigencia”.

Recientemente, fue la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo quien, a través de su Sala II, se expidió sobre el tema cuando, en razón de las nuevas disposiciones, mantuvo el criterio naciente de la Corte y determinó en la causa “ALBORNOZ, RENEE ARMANDO c/ PROVINCIA ART S.A. s/ACCIDENTE - LEY ESPECIAL” que, siguiendo los lineamientos planteados por el actor, que se fundó en el plenario N° 225 de la Excelentísima Cámara de Apelaciones del Trabajo en autos “Prestigiano Luis c/ Haroldo Pinelli S.A” sobre la aplicación de la ley vigente al momento de producirse el accidente, expuso: “...En materia de compensación de daños y perjuicios de accidentes y enfermedades de trabajo, la ley aplicable es la vigente al momento en que el derecho nace, es decir, cuando se configura el presupuesto fáctico de operatividad del sistema de responsabilidad invocado...”.

Atento a todo lo señalado y en conformidad con los fundamentos jurisprudenciales abordados, solicito a V.S. se declare competente en los presentes autos rechazando in limine y dejando sin efecto cualquier planteo futuro de la contraparte que pretenda discutir la validez de la retroactividad de las nuevas normas vigentes a partir de marzo de 2017, sobre aquellos infortunios acontecidos con anterioridad a las mismas.

V. FUNDAMENTOS DE LA DEMANDA

A) HECHOS

El Sr. ... llevaba a cabo actividades laborales a favor de la empresa ..., entidad dedicada a ..., en calidad de empleado bajo relación de dependencia. A raíz de ello, su empleadora, por las obligaciones impuestas por el art. 3 de la Ley 24.557, contrató a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo ... a los efectos de que esta cumpla con los objetivos inmersos en el art. 1, promueva la prevención conforme art. 4 y cubra las contingencias señaladas en el art. 6, acápites todos que forman parte del mismo cuerpo normativo indicado. 

Conforme a lo que surge de las copias de recibos de haberes que se acompañan con el presente inicio, el actor ingresó a prestar tareas laborales para la empresa ... en fecha ..., de lunes a viernes de 06 a 15 horas y sábados de 06 a 11 horas, y percibía una remuneración mensual, normal y habitual de pesos ... ($ ...).

La actividad laboral del actor, al momento de acontecerse el daño que se denunciará a continuación, constaba del manejo de maquinaria automática y semiautomática destinada al armado de productos eléctricos, precisamente, de bases doble para llave de punto y tomacorriente o doble tomacorriente para uso exclusivo de ambientes interiores o exteriores.

 El día 3 de octubre de 2016, tal como surge del primer formulario de Alta Médica expedida por la ART que en copia se acompaña, siendo las 8 h, el actor sufre un accidente de trabajo que requiere la inmediata intervención de la Aseguradora en cuestión. El infortunio trascendió de la siguiente manera: Mientras el trabajador se encontraba maniobrando una máquina semiautomática que se hallaba dentro del lugar de prestación de tareas, precisamente, armando bases para ambientes exteriores con la combinación de llave de punto y tomacorriente o de doble tomacorriente, una de las bases se atasca en medio de unos cilindros por los que pasa el producto previo al armado, provocando de dicha manera, el mal funcionamiento de la máquina y el impedimento de continuar su marcha y así, la producción. Siendo necesario el apagado del mecanismo a los efectos de evitar mayores daños a los ya generados, procede el trabajador accionante a introducirse en el estudio de cómo lograr quitar el producto que provocaba el desperfecto y así continuar la marcha del sistema productivo. Analizando detenidamente la problemática planteada, decide consultar a su supervisor inmediato cuál sería la vía más rápida para solucionar el conflicto, a lo cual recibe como indicación de que no hay otro método alternativo que adentrarse en la máquina y retirar la pieza de manera manual. Vale aclarar que el espacio donde se ubicaba el problema era muy estrecho, no existiendo herramientas que puedan ser utilizadas para sustraer la pieza. La única manera para obtener tal objetivo era ingresando la mano entre medio de los citados cilindros, y haciendo la fuerza suficiente, quitar el producto. Procediendo de tal modo, al mismo instante en que logra extraer la pieza del lugar señalado, los cilindros se activan volviendo a la posición que deberían haber estado luego de permitir el eficaz paso de cualquiera producto, ello a raíz de su sistema neumático, provocando que el dedo mayor o medio de la mano izquierda fuera absorbido por la presión e impulso de tales elementos y se genere el daño que más adelante se detallará.

El dolor y la desesperación por reducir la presión nublaron la conciencia y sabiduría del actor por unos largos segundos hasta que logró llegar al tablero de comandos y, con la ayuda de un compañero que escuchó los fuertes gritos gestionados por el trabajador, encendieron la máquina, la colocaron en sistema manual y seleccionando una combinación de teclas, obtuvieron el objetivo esperado reduciendo la compresión y permitiendo al demandante retirar la mano de su interior.

Automáticamente, cae al suelo y viéndole la sangre que emergía de la herida generada, su compañero acude inmediatamente a informarle al superior lo ocurrido. Rápidamente, el último nombrado acude al lugar, analiza la situación y resuelve dar aviso al jefe de producción para que este procediere en auxilio a la ART.

A los 15 minutos aproximadamente, se hace presente un remís a los efectos de trasladarlo al Centro Médico “...”, dependencia que utiliza la ART para asistir a los lesionados y así evaluar la correspondiente cobertura.

Luego de una serie de atenciones médicas y curaciones básicas, se detectaron los daños que se citan a continuación:

a) Desprendimiento de uña del dedo medio de la mano izquierda.

b) Corte de 2 cm a la altura de la falange distal del dedo medio de la mano izquierda.

c) Reducción de flexión de la articulación interfalángica distal del dedo medio de la mano izquierda.

El médico tratante del Centro Médico dependiente de la ART, Dr. ..., tomando conocimiento de los hechos transcurridos conforme el relato del actor y analizando el daño ocasionado y anteriormente descripto, decide realizar las curaciones pertinentes a los efectos de evitar infecciones y la pérdida de mayor cantidad de sangre; para ello, procede a introducir diferentes líquidos desinflamantes como ser alcohol y, luego, agua oxigenada, practicar una costura de 3 puntos sobre la cicatriz del corte para, finalmente, confeccionarle un vendaje sobre la herida generada producto del desprendimiento de la uña y el corte antes mencionado. Sin perjuicio de ello, determinando que era necesario realizar un nuevo control, le concede un turno para el día 11 de octubre de 2016. Mientras tanto, el actor obtenía la baja médica y, por ende, el impedimento de retomar actividades laborales.

Asistiendo en fecha y hora designada, el médico especialista resuelve nuevamente realizar curaciones sobre la zona afectada y, determinando que aún necesitaba un tiempo de reposo, decide otorgar un nuevo turno para el 17 de octubre de 2016 para evaluar su evolución.

Volviendo a cumplir con las condiciones impuestas en el día señalado, el profesional de la medicina determina que la lesión generada requería de una intervención mayor a la de las simples curaciones, por lo que ordenó la realización de Terapia Ocupacional a los efectos de lograr recuperar cierta movilidad, que a simple vista y tacto se había perdido.

Las sesiones ante la terapista ocupacional fueron durante los días 17 a 21 de octubre de 2016, claramente, su participación no produjo el resultado esperado; peor aún, la forma de desarrollarse tal actividad provocaba en el actor, no solo mayor dolor y sufrimiento, sino, también, la reapertura de las heridas que, con el paso del tiempo, habían logrado cerrarse por el propio sistema natural del cuerpo humano, generando nuevamente pérdida de sangre y el reinicio de las curaciones que supieron realizarse.

Amén de lo sucedido y relatado, la nueva especialista tratante, Dra. ..., decide otorgar el alta médica en misma fecha 21 de octubre de 2016, ordenando el retorno a la actividad laboral a partir del 22 de octubre de 2016, manifestando que no se requería la recalificación laboral, cuando, evidentemente, el trabajador no se encontraba ni se encontraría en condiciones de prestar las mismas tareas; que no existían secuelas incapacitantes, mientras que el actor, no solo sufría de fuertes dolores producto de un tratamiento inadecuado, sino, también, de la reapertura de las heridas y de la falta de movilidad en la extremidad lesionada; a ello, sumado el daño en sí generado que, más allá de la perdurabilidad de una situación incapacitante, el propio hecho del infortunio ocurrido provoca una incapacidad inmediata que deberá ser resarcida, y que no se requería continuar con las prestaciones en especie, siendo que claramente las nuevas heridas y la reducción de la movilidad necesitaban y aún necesitan de un mantenimiento del tratamiento.

Cabe convocar a un paréntesis en este momento atento a los efectos que dicha decisión conllevaba en la figura del trabajador. Con solo imaginar el simple sentimiento de desamparo, de desprotección, de una irresponsabilidad de poco precedente, por parte de un trabajador que siempre respondió hacía su empleador, durante el trayecto del vínculo laboral, con eficacia, con buena fe, con una responsabilidad y compromiso intachable, es estremecedor. Si bien contaba y aún cuenta con una Obra Social que respondió y aún responde ante el abandono generado, es claro que el trabajador buscaba que todo el esfuerzo entregado a sus empleadores se viera reconocido, no sólo pecuniariamente, sino, también, ante situaciones como la descripta, y que, si bien el rechazo por parte de la Aseguradora no resulta atribuible al empleador, nada hizo éste último para contrarrestar dicha decisión en favor de su empleado, es más, lejos de acordar una solución, otorgó tareas al pie de la letra, sin importarle si realmente el trabajador se encontraba en condiciones plenas para desarrollar la misma.

Lamentablemente, cumpliendo con lo dispuesto por los especialistas, el trabajador se presenta a trabajar el día sábado 22 de octubre de 2016. Logró soportar los dolores hasta el día miércoles 26 de octubre de 2016, cuando le comunica a su supervisor que el sufrimiento persistía y que no podía desarrollar las tareas con plena capacidad, determinando su asistencia al sanatorio ..., bajo la cobertura de su obra social, donde el médico Dr. ... decide aplicarle Blokium 655cc que se trata de un comprimido que comprende diclofenac con paracetamol, ello debido a que notó que el dedo lesionado se encontraba hinchado e irritado producto de una posible futura infección, le otorga un reposo de 48 horas y le ordena que asista nuevamente el día 28 de octubre de 2016.

Cumpliendo con lo indicado, viendo la situación en la que se encontraba la extremidad y lo relatado por el actor en razón de la falta de movilidad, el médico le recomienda reclamar nuevamente a la ART para que intervenga, ya que lo acorde hubiese sido que, en vez de terapia ocupacional, le hubieran ordenado realizar kinesiología.

Siguiendo los consejos abordados, el trabajador informa del mismo a su superior, quien solicita al sector de la empresa acorde que anoticien a la ART de que el actor debía ingresar nuevamente bajo su guarda. La aseguradora se comunica con el accionante indicándole que debía presentarse en el “...”, el día 31 de octubre de 2016.

En la fecha señalada, interviene la Dra. ... quien, sin ejercer un control ni análisis de los motivos por los cuales el daño continuaba generando dolor, otorgó un plazo de 7 días a los fines de brindar un período de mayor descanso de la zona afectada y así corroborar su estado evolutivo.

El día 7 de noviembre de 2016, nuevamente, ante la especialista nombrada, se le informa al actor que no existían mayores elementos ni nuevas circunstancias para continuar con la licencia, que el daño se encontraba localizado, pero que las curaciones brindadas desde el accidente hasta tal momento habían sido lo suficientemente eficaces, encontrándose en aptitudes físicas para realizar su actividad normal y que los sufrimientos y dolores padecidos irían desapareciendo con el correr del tiempo, hecho que no ha ocurrido.

La decisión arbitraria y poco ortodoxa provista por la ART introdujo al actor en ciertos problemas que desencadenaron en su partida de la empresa. El hecho de no poder desarrollar su actividad principal con total capacidad producto del accidente ocurrido y la circunstancia de las constantes licencias médicas que por parte de la Obra Social se concedían, desembarcaron en la decisión compartida de finalizar el vínculo laboral. Claro es, que el trabajador fue el menos favorecido por dicho acuerdo, ya que debió adentrarse en la búsqueda de un nuevo empleo que satisficiera sus necesidades y comprendiera la nueva situación particular en la que se encontraba el accionante con una importante disminución de su capacidad laborativa. Siendo de tal modo, la responsabilidad se extiende a los perjuicios generados, luego del alta errónea pero sospechosamente otorgada, y a las diferentes situaciones que debió someterse el actor a raíz de las decisiones de la compañía aseguradora contratada por su empleador.

Es, por tales motivos, encontrándome en tiempo y forma y contando con elementos probatorios que evidencian la absoluta responsabilidad que debió haber asumido la Aseguradora, actitud negativa que deberá ser condenada por el Sr. Juez del Trabajo, procedo a formular la demanda aquí impetrada.

B) DE LA INTERVENCIÓN DE LA ASEGURADORA DE RIESGOS DEL TRABAJO

Ya alejándonos de la irregularidad contenida en el alta médica, conforme el relato de los hechos y la problemática que dicha decisión acarreó, el presente escrito de demanda viene a proponer una discusión que se dirige a las profundidades, al fondo de la cuestión, y que tiene que ver con la propia intervención de la ART por sus obligaciones inmersas en la norma que la regula, para luego así hablar de la responsabilidad que ocupa en el presente incidente y, de tal modo, los fundamentos que implorarán su obligatoriedad de responder por los daños ocasionados.

Es notoria la omisión maliciosa por parte de la aseguradora …… al no asumir sus responsabilidades como tales, obligaciones que se encuentran comprendidas en la vieja pero vigente Ley 24.557. Llamativa, considera esta parte la interpretación que realizan todas las ART de la citada ley solo sobre los puntos y artículos que más les convienen, dejando de lado aquellos acápites que exigen a las mismas desarrollar su explotación en víspera de favorecer, proteger y resguardar los derechos de los trabajadores.

Es claro que la ART demandada no cumple con su objeto conforme lo prevé el art. 1, inc. 2. El punto a) apunta a reducir la siniestralidad laboral a través de la prevención de los riesgos derivados del trabajo, connotado con el art. 4, inc. 1, que encuadra adoptar las medidas legalmente previstas para prevenir eficazmente los riesgos del trabajo. Es razonable pensar que no todo accidente puede ser prevenido, pero sí es importante considerar que, para poder eludir dicho razonamiento, es necesario que existan disposiciones que efectivamente reduzcan la siniestralidad o que, al menos, así lo intenten, ante la falta de medidas acordes a tal última voluntad; quien resulta responsable de ello no puede excusarse en que el accidente no pudo ser prevenido.

Es probable que la contraparte intente dar a entender que el accidente no pudo ser prevenido y que, por ello, su responsabilidad no puede ser invocada; pero lo expuesto solo sería válido si se acreditara la existencia de ciertas medidas que podrían haber reducido su posibilidad de ocurrencia, circunstancia que no se aplica al caso. Debiendo conocer la ART las disposiciones estructurales de la empresa, precisamente, el lugar de trabajo del reclamante y la operatividad de la propia máquina generadora del accidente, tenía la obligación de informar a su asegurado que las condiciones no eran las idóneas para prestar una actividad como la referida y que podrían ocasionarse ciertos accidentes como el acontecido. No habiéndolo formulado, se evidencia la inacción a los efectos de prevenir contingencias y reducir la posibilidad de siniestros.

Referido a lo relatado, parte de la tarea de prevención que debió ejercer la ART demandada, es la de prever alternativas de solución de conflicto cuando la operatividad de las máquinas de la empresa se encuentra comprometida ante situaciones complejas, como las señaladas en los hechos, disponiendo mecanismos o exigiendo la incorporación de personal apto para que se proceda de un modo eficaz a la reparación de la herramienta de trabajo sin necesidad de que se vea arriesgada la salud de alguno de los trabajadores. No cumpliendo dicho rol, obligó al actor a someterse a las órdenes de sus superiores, quienes viendo perjudicada la producción, atento a la inoperatividad de la máquina, impusieron una solución que escapaba a cualquier normativa en materia de seguridad e higiene laboral, finalizando todo ello en el accidente que hoy nos convoca.

Asimismo, otra de las aristas de la prevención de los riesgos del trabajo es la capacitación, no solo para el personal productivo de la empresa, sino, también, para los encargados, supervisores, jefes y/o gerentes de sección, y que la misma encuentre su eje, entre otras situaciones particulares, en la toma de conocimiento de cómo deben solucionarse ciertos conflictos, sin que ello determine un riesgo en la salud de cada uno de ellos y, menos, de los obreros, quienes son los de mayor acceso a los mismos. 

En relación al punto b) que trata de la obligación de reparar los daños derivados de accidentes de trabajo y de enfermedades profesionales, incluyendo la rehabilitación del trabajador damnificado, no es abarcada por la ART denunciada; dado que, como es el caso que nos convoca, jamás ha ni siquiera intentado la entidad reparar el daño, ya sea en su faz resarcitoria, como así también en la determinadora de incapacidad que provocó el accidente, interviniendo, únicamente, en una insuficiente atención médica de un tiempo de duración acotado (poco menos de 1 mes con una reapertura de 1 semana), que no queda configurada en una rehabilitación, atento a que, no solo no se han tomado los recaudos necesarios para obtener una cura, sino que, a su vez, le otorgaron al actor el alta cuando al citado lo sofocaban y aún sofocan los fuertes dolores.

Más despreciable aún, resultan los fundamentos por los cuales la presente obligación quedó incumplida; ello, al exponerse que la curación se conseguiría por el simple paso del tiempo, circunstancia no evidenciada, recurriendo de tal modo, no solo a la indeterminación de una incapacidad, sino, también, al abandono del sujeto reclamante, estipulando así a la suerte de que el mismo contase con una prestadora de salud acorde que se hiciere cargo del daño ocurrido, todo ello, a costa del propio trabajador.

Lo citado denota, por parte de la ART un único interés, el económico y recaudatorio, por sobre la salud del trabajador que debió procurar salvaguardar y solventar cuando aquél así lo requiriera y cuando accedió a tales condiciones al momento de someterse al presente sistema.

Por su parte, no cumple, tampoco, con la obligación plasmada en el punto c) de dicho artículo que cita la promoción de la recalificación y la recolocación de los trabajadores damnificados; ya que, con el informe del alta médica expedida por la ART, sabiendo y reconociendo que el trabajador se encontraba lesionado e imposibilitado de prestar tareas, y la circunstancia particular a partir del reingreso casi inmediato producto de los fuertes dolores que lo atormentaban, decidió resolver lo expuesto sin la necesaria mención de que el trabajador requería ser, a lo sumo, recalificado o recolocado en un puesto de trabajo alternativo y pasivo, por lo menos, durante un tiempo prudencial. Sin embargo, al no citar lo referido, habilitó a que el empleador ordenase al trabajador, al momento de retomar tareas, que continuara con la actividad que prestaba previa al accidente, ello hasta que el citado no soportó más las cargas de tareas abocadas y decidió, con el acuerdo de su empleador, finalizar el vínculo laboral.

Por último, vale mencionar una obligación incumplida por la mayoría de las ART, relacionada al punto d) que menciona la promoción de la negociación colectiva laboral para la mejora de las medidas de prevención y de las prestaciones reparadoras. Es claro que dicho acápite no se cumple. Es común ver, tanto a las empresas como a las ART, esconderse al momento de cumplir con sus obligaciones bien marcadas y otorgar las prestaciones reparadoras. El caso que nos convoca es un claro ejemplo de lo mencionado, la ART se atribuye potestades que, claramente, perjudican al trabajador; se encubre bajo el ala de una ley que, de a poco, va quedando en desuso, debido a sus constantes modificaciones, sin contar los aportes de la doctrina y la jurisprudencia que obligaba a la ART a cumplir con su obligación.

Remitiéndonos al alta médica y tal como se ha hecho mención en párrafos anteriores, se evidencia la mala fe imperante en la figura de la ART. Luego de las menciones practicadas, en donde se detectan los daños ya citados y detallados en el punto anterior, la ART solo se limita a disponer que los mismos se subsanarían con el simple paso del tiempo, aludiendo a que no se deducen secuelas incapacitantes ni la necesidad de recalificación laboral, determinando la finalización del tratamiento, y así ordenando tácitamente la liberalidad del actor y su condición capaz de volver al mercado laboral, no emitiendo orden alguna para que el tratamiento lo continúe otro especialista alejado de la ART, o que preste actividades pasivas; lo que habilitó que ocurriese lo mencionado en el punto anterior y, por lo tanto, que el empleador entienda que el trabajador se encontraba en condiciones de continuar otorgando similares tareas, como así, también, que no se proporcionen las prestaciones reparadoras que corresponden por la notoria incapacidad acontecida y reconocida expresamente por la entidad aseguradora. 

Resulta llamativo, para esta parte, el motivo por el cual la ART rechaza una situación como la descripta, sin determinar una incapacidad, más aún, cuando detecta la existencia de las patologías mencionadas conforme surge del alta médica. Es evidente que una patología de tal gravedad determine la imposibilidad de la persona que la padece de continuar con las actividades que hasta el momento venía realizando o, por lo menos, hasta recibir un tratamiento acorde e intentar recuperar su plena capacidad.

Es imposible que la ART desconociera cuál era la actividad normal y habitual que desarrollaba el accionante dentro del vínculo laboral que mantenía con su empleador y la que realizaba al momento de ocasionarse el daño. Es atroz e irresponsable la postura que tomó a la hora de emitir dicha orden faltando, como ya se ha mencionado, a sus obligaciones enmarcadas por la legislación, normativa que solo ampara y enmienda a la hora de proteger sus propios beneficios y/o derechos, pero que. al momento de asumir responsabilidades, la esconde y hace caso omiso de ella.

Como se ha citado, la decisión de la ART de finalizar el tratamiento cuando, a la vez, reconocía la existencia de patologías que tornaban imposible retomar la actividad laboral, generó, claramente, un perjuicio que se extiende a los dolores que aún sofocan al trabajador y que este último pretende que sean reconocidos y resarcidos.

Para finalizar, y en relación a todo lo dicho, es innegable que la intervención de la ART fue defectuosa y contradictoria a los propios principios enmarcados en los primeros artículos de la Ley 24.557. La participación en tales condiciones, conjuntamente con los planteos formulados hasta el momento, implora que la ART acuda a responder en su calidad de aseguradora contratada a sus efectos por los daños ocasionados al trabajador producto del accidente de trabajo.

VI. DE LAS LESIONES PADECIDAS Y SU DEBER DE RESARCIMIENTO

Conforme se ha descripto en el relato de los hechos, el trabajador, debido al accidente de trabajo, ha sufrido una serie de daños que requirieron, en su momento, una inmediata intervención de la ART, no solo de carácter curativo, sino, también, indemnizatorio. No obteniendo ninguna de las obligaciones relatadas y, en cumplimiento estricto con la Ley 24.557 y su complementaria 26.773, se introduce el análisis del caso a través del presente reclamo en completa búsqueda de la obtención del pleno conocimiento de resarcimiento, no, únicamente en especies, sino, también, en la reparación dineraria conforme los parámetros y cálculos emitidos por las normativas antes citadas.

A continuación y a título de una mayor comprensión de los daños padecidos, para que V.S. conozca los fundamentos del reclamo indemnizatorio, se procede a analizar cada lesión y la incapacidad padecida, cuestionando los criterios encuadrados dentro del baremo, y así, en el listado comprendido por el Decreto 658/96 y ampliatorios, como así, también, lo dispuesto por el art. 9 de la Ley 26.773, para luego desarrollar el cálculo correspondiente.

En cuanto a lo referido en el párrafo anterior, es abundante la jurisprudencia que excluye la aplicación rígida de los baremos y de los listados dispuestos por el art. 6 de la Ley 24.557, reafirmados por el art. 9 de la Ley 26.773.

Si vamos al caso que nos convoca, encontraremos algunas lesiones que no son reconocidas por los listados mencionados; lo que genera una laguna que requiere ser abarcada para así conocer la postura de V.S. y su remisión a los diferentes fallos que aportan material a esta situación especial.

Es así, que la jurisprudencia dice: “Los ‘baremos’ son sólo indicativos ya que, en definitiva, el órgano facultado legítimamente para determinar la existencia o no del grado incapacitante y su adecuación y medida es el jurisdiccional, a través de la interpretación de los arts. 386 y 477 del CPCCN” (CNAT, Sala V. S.D. 73.339, 8/8/11, AUTO: “Romero, Tomás c/ Euroleader S.A. y otro s/ Accidente”; magistrados: Zas-Arias Gibert).

“Los baremos que cuantifican incapacidades no constituyen una regla rígida que deba aplicarse mediante simples operaciones aritméticas sino sólo una guía para estimar la disminución que ocasiona un cierto padecimiento en cada caso particular” (CNAT, Sala IV; Expte. 15.054/09, S.D. 95.824 del 25/10/11; auto: “Puzzi, María Ester c/ Mapfre Argentina ART. S.A. s/ Accidente Ley especial”; magistrados: Marino-Pinto Varela).

Asimismo, podemos apreciar que se amplía el fundamento cuando se expone: “...Ahora bien, Liberty ART S.A. se queja porque una de las enfermedades reclamada por el actor (artrosis) no se encuentra incluida en el estado de enfermedades profesionales. Se establecen dos categorías de enfermedades profesionales: a) las de admisión general contenidas en el listado; b) las de reconocimiento excepcional y limitado a cada caso, declarada por la CMC”. “En tales condiciones, si la norma mencionada le otorga a la CMC la facultad de incluir ciertas afecciones entre las resarcibles, siempre cuando exista una vinculación necesaria entre la afección y el factor laboral, con mayor razón la tiene el juez, que cumple por su propia condición con la garantía constitucional de ‘juez natural’” (CNAT, Sala III: “Olivera, Obdulio c/ La Caja ART SA”, en Boletín Temático de Jurisprudencia de la CNAT, mayo/2008).

“Por lo tanto, esta parte actora considera que, en razón de la facultad prevista en dicha norma, es factible atribuir también responsabilidad a la parte demandada respecto de todas las afecciones reclamadas (art. 386 del CPCCN)” (CNAT, Sala III: Jiménez, Domingo Faustino c/ Decker Indelqui S.A. y Otros s/ Accidente”; S.D. 89202 del 31/10/07).

Atento a todo lo mencionado, se procederá a analizar cada una de las lesiones padecidas por el actor producto del accidente referido y, con él, los diferentes criterios que se aplicarán para obtener un reconocimiento de la incapacidad plena padecida y la justa indemnización que por ella le corresponde al actor.

A) Desprendimiento de uña del dedo medio de la mano izquierda 

A raíz de la tensión y compresión provocada por los cilindros, se produjo el desprendimiento de la uña de la citada extremidad. Tal circunstancia generó un indescriptible dolor y una pérdida importante de sangre. A su vez, el hecho propio del arrancamiento inmediato no puede compararse con el simple golpe y la caída posterior de la uña, condición que se da en la mayoría de los casos. El desprendimiento provoca ciertos daños al lecho ungueal (sector que une la base de la uña con la piel superior del dedo), que podrían generar desde una infección hasta el crecimiento deformado de la futura uña, así como la formación de quistes de inclusión ungueal y ulceraciones, determinando, asimismo, que su curación no logre ser del todo rápida ni efectiva. Sin perjuicio de que lo relatado no ocurrió, por lo pronto, hasta el momento, lo cierto es que existieron riesgos de que cualquiera de las situaciones mencionadas ocurriera, amén de que de lo indicado sí sucedió, es decir, la curación demoró más de lo previsto.

Independientemente de que el desprendimiento de uña no encuentra cabida alguna dentro del baremo y a tenor de lo impreso al comienzo del tratamiento del presente punto, hay una consideración no menor a tener en cuenta y es que, si no se hubiere producido el accidente y la ART hubiera aplicado metodologías preventivas como la ley así lo invoca, probablemente, el actor no habría perdido su tejido blando ni padecido los dolores que sufrió durante y luego del accidente.

Es preocupante que el sistema de riesgos del trabajo solamente considere como indemnizable a aquellos infortunios que dejaron secuelas incapacitantes y que se encuentren dentro de listados rigurosos y sospechosamente confeccionados, no atendiendo en igualdad de condiciones a aquellas contingencias que, sin dejar rasgos de incapacidad, por lo pronto y a simple vista, provocaron de manera provisoria un sufrimiento casi de tortura que, de no haberse presentado el accidente relatado, nunca habrían existido.

Siendo así, no queda otra alternativa que adentrarse en los sentimientos del trabajador y, ante ellos, determinar un porcentaje de incapacidad simbólico, que signifique un reconocimiento económico por el sufrimiento alcanzado, amén de un castigo de similares características para la demandada, quien, pudiendo haber evitado que el accidente aconteciera, nada efectúo para impedirlo, conociéndose desde el comienzo, no solo sus derechos, sino, también, sus obligaciones.

En atención a lo anteriormente referido, no debe confundirse aquello con el futuro reclamo por daño moral ni psicológico, ya que los ahora mencionados encuadran sentimientos posteriores al accidente, mientras que el desprendimiento de la uña atestiguó un acontecimiento que, por el propio infortunio ocasionado, debe ser resarcido, independientemente de los sufrimientos generados con posterioridad.

Para finalizar, en el supuesto de que V.S. no considere pertinente aplicar una indemnización económica en razón del daño tratado, es importante que se tenga presente el mismo para el cálculo final de la incapacidad padecida; ya que forma parte del conjunto de daños sufridos a partir de un mismo accidente.

b) Corte de 2 cm a la altura de la falange distal del dedo medio de la mano izquierda

El accidente ocurrido y denunciado en un comienzo provocó un corte de 2 cm en el mismo dedo medio de la mano izquierda del actor. El expuesto requirió una costura de 3 puntos, sumada a la disminución de movimiento del sector lesionado, tema que se tratará posteriormente. A raíz de aquel, quedó impregnada una marca que quedará allí, en el cuerpo del actor, de por vida.

Se podrá apreciar que la cicatriz actualmente referenciada se encuentra visible en la mano del actor, marca que no debería encontrarse si no fuera por el accidente ocurrido; infortunio respecto al que, conforme la LRT, la ART es responsable de procurar los medios necesarios para su curación y posterior resarcimiento. Algo es claro y no debemos negarlo, la ART demandada ha provisto, por lo pronto, precariamente, los medios para otorgar la curación de dicha herida, lo que no hizo fue resarcir económicamente al actor, no solo por la propia herida marcada, sino, tampoco, por la incapacidad padecida a causa de la misma.

Siguiendo con el lineamiento practicado al comienzo del punto, resulta inentendible que aquellos listados que contienen las lesiones y/o enfermedades que serán consideradas como protegidas ante una contingencia laboral, y que prevén a las cicatrices como incapacidades reconocidas, lo hagan solamente sobre aquellas generadas en ciertos sectores particulares y no, sobre aquellas que se instalen en cualquier parte del cuerpo. De tal manera, una cicatriz producida en el rostro de un trabajador, por el simple estereotipo de belleza que genera dicho sector del cuerpo humano, es considerada como una incapacidad laboral; pero no lo es en igualdad de condiciones aquella herida visiblemente provocada en el pecho, brazo, pie o mano.

En base al criterio expuesto y teniendo presente las condiciones arbitrariamente impuestas, podríamos interpretar que una cicatriz generada en el rostro de una mujer que lo utiliza para exponerlo en una revista de moda tendría reconocimiento pleno y total validez, a diferencia de una herida en el brazo de un hombre del mismo rubro, sabiendo lo que implicaría una cicatriz en la vida del citado sujeto que, probablemente, vería peligrar su puesto de trabajo.

El ejemplo brindado sirve a los efectos de demostrar que, independientemente del lugar donde se encuentre situada la herida y del sujeto que la padezca, resulta ser un daño que, sin lugar a dudas, debe y merece ser resarcido.

C) Reducción de flexión de la articulación interfalángica distal del dedo medio de la mano izquierda

La flexión en el ámbito relacionado a la mano es la contracción de los dedos que permite articularlos verticalmente, otorgando como máxima expresión cerrar los puños uniendo las falanges. Al descomprimir y así abrir el puño, comienza a actuar la extensión de las articulaciones y las falanges, obteniéndose, como resultado final, la apertura completa de la mano.

Las articulaciones interfalángicas son aquellas que permiten la flexión y se encuentran entre las uniones de las falanges proximales y distales.

La articulación interfalángica distal es aquella que une la primera falange, que sería la punta del dedo, con la segunda.

En el dedo medio, la articulación interfalángica distal admite una flexión de 45° a 80°, un porcentaje menor o simplemente superador determinaría el mal funcionamiento de la misma.

Las causales que podrían provocar una alteración en la flexión de la articulación tratada pueden ser variadas, necesitando para determinarlas ciertos estudios que permitan analizar su estado.

El accidente denunciado generó en el actor la disminución de la flexión de la articulación interfalángica distal; ello se evidencia, precisamente, cuando el trabajador intenta provocar el cierre del puño sin lograr que el dedo medio se flexione al igual que sus compañeros.

Ante tal exposición, se denota una flexión máxima de 25°, cuando el actor, en el resto de sus extremidades, obtiene una flexión completa, ello es, entre un 80° a 90°.

Únicamente, en este caso puntual, el baremo reconoce una incapacidad producto de la disminución de la flexión; por lo que se procederá a utilizar su criterio y un determinado porcentaje de incapacidad.

VII. DAÑO FÍSICO

El daño físico, cuando es permanente, debe ser resarcido independientemente de los otros daños que padezca la parte reclamante. Cuando se habla de “daño permanente”, se refiere a aquel perjuicio en el que la persona, después de haber estado sometida al tratamiento prescrito y de haber sido dada de alta médicamente, presenta reducciones anatómicas o funcionales leves o graves, susceptibles de determinación objetiva y previsiblemente definitivas, que disminuyan o anulen su capacidad laboral.

Es claro que el caso de marras se trata de un daño físico que provocó y aún provoca una disminución y deterioro para la anatomía y las funcionalidades del trabajador; que existe una probabilidad que pueda recuperarse parcialmente mediante tratamientos futuros, pero que, de igual manera, daños como el descripto alteran la esencia de las zonas afectadas, que, claramente, reducen su capacidad laboral y su expectativa de progreso. Por lo tanto, este daño permanente crea una incapacidad de igual índole; ya que dicho menoscabo físico le ocasionó una pérdida de su capacidad de trabajo que durará toda su vida y que no debe ni puede ser considerada como provisoria; ello, atento a lo dispuesto por el art. 2, ap. 1º del Decreto 472/2014 que dispone la eliminación de la provisionalidad en los casos de incapacidad laboral permanente manteniendo su carácter definitivo.

Si bien se ha dicho que, a partir del daño físico acontecido, se generó una incapacidad permanente, es importante sostener que dicha incapacidad, también, resulta ser parcial y definitiva. Se dice que es parcial; dado que el citado acontecimiento solo produjo un daño que redujo la capacidad del actor, pero que no generó su incapacidad absoluta o total; ello indica que la incapacidad del accionante no le impide continuar trabajando, excepto, quizá, en actividades más livianas o diferentes a las que realizaba naturalmente y que no supera el 66% determinado por las legislaciones vigentes, sino que se encuentra debajo de dicho parámetro. Por su parte, se indica que es definitiva; ya que, si bien se estipula que la incapacidad padecida por el actor podría continuar empeorando, como sucede con el correr de los meses, eso siempre que el accionante no tuviera el tratamiento y atención que amerita, y empezara a avanzar en su edad y su cuerpo comenzara a debilitarse, producto de sus años y de la excesiva calidad y horas de trabajo, el Decreto 472/2014 ha eliminado el carácter provisional de las incapacidades, lo que admite la única consideración como definitiva.

Este criterio es el sustentado por la doctrina de la Máxima Magistratura de la Nación al considerar que: “Respecto de estas consecuencias dañosas, esta Corte ha considerado que cuando la víctima resulta disminuida en sus aptitudes físicas o psíquicas en forma permanente, esta incapacidad debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda corresponder por el menoscabo de la actividad productiva y por el daño moral, pues la integridad física tiene por sí misma un valor indemnizable y su lesión comprende, a más de aquella actividad económica, diversos aspectos de la personalidad que hacen al ámbito doméstico, cultural o social con la consiguiente frustración del desarrollo pleno de la vida (Fallos, 312:752, 2412; 315:2834, 316:2774; 318:1715, 320:1361; 321:1124; 322:1792, 2002 y 2658, 325:1156; 326:847) (CSJN, “Mosca, Hugo c/ Provincia de Buenos Aires”, 6-3-2007).

En resumen, de conformidad con el relato de los hechos, la descripción de los daños físicos padecidos y lo explicado precedentemente, corresponde determinar la incapacidad permanente, parcial y definitiva que somete al actor de la siguiente manera:

a) Desprendimiento de uña del dedo medio de la mano izquierda: 0,5%.

b) Corte de 2 cm a la altura de la falange distal del dedo medio de la mano izquierda: 2%.

c) Reducción de flexión de la articulación interfalángica distal del dedo medio de la mano izquierda: 10%.

d) Factores de Ponderación: Es, por la propia aplicación del art. 8, inc. 3º de la Ley 24.557, que corresponde incluir como variable de incapacidad a los parámetros: edad del trabajador, tipo de actividad y las posibilidades de reubicación laboral. Del propio baremo, surge que podríamos encuadrar al tipo de actividad como de dificultad leve: 10%, ameritaba la posibilidad de reubicación por la propia lesión padecida y así sumar otro: 10%, y, por la aplicación del factor edad, al contar el trabajador con 32 años al momento del accidente, se considerará adicionar un: 2%. Por lo tanto, en concepto de factores de ponderación, la incapacidad da una suma de: 22%.

e) Factores concausales: Existen ciertos factores que, de una manera u otra, colaboran con la comisión del accidente, y que dependen pura y exclusivamente de las condiciones personales o externas de trabajador y su relación con el trabajo que realiza. Dejando de lado, en esta oportunidad, los factores personales, adquieren una significativa importancia los factores externos, más aún, cuando evaluamos la actividad que efectuaba el trabajador. Ante ello, adquieren relevancia las incidencias: tiempo de exposición diaria y riesgo propio de la maquinaria; ya que la exposición completa y constante del empleo de herramientas o maquinarias generaron como factor externo una ampliación de las probabilidades de que el daño efectivamente ocurriera, y Jornada Prolongada, factor que adquiere una relevancia incuestionable, al tener presente la cantidad de horas de trabajo diarias en las que realizaba la misma actividad que le provocó el daño.

No siendo de otro modo, considerando que los tres factores adquirieron una relevancia moderada, se puntualizará la misma con una nota final de 60. Para calcular el porcentaje de incapacidad que provocaron tales factores externos, se realizará la siguiente ecuación:

100% / 60 = 1,66%.

Ante lo expuesto, se deduce que la incapacidad por factores concausales externos es de: 1,66%.

(Incapacidad calculada conforme “Baremo general para el fuero civil”; Autores José Luis Altube – Carlos Alfredo Rinaldi; 2º edición, editorial García Alonso).

f) Patologías no tabuladas: Se trata de aquellas funciones primordiales del ser humano que se vieron alteradas producto del daño generado a raíz del accidente de trabajo. De tal manera, podemos expresar que el trabajador encuentra alterada su capacidad de fuerza, con un grado de reducción moderado, y su anatomía, con un grado de alteración leve. Su puntuación alcanza una nota final de 6 y, para calcular el porcentaje de incapacidad provocado, se le suma y restan 2 puntos al número obtenido anteriormente para definir que la incapacidad por patologías no tabuladas ronda entre el 4% y 8%, tomando al porcentual promedio para el cálculo final y así determinarlo en el 6%.

(Incapacidad calculada conforme “Baremo general para el fuero civil”; Autores José Luis Altube – Carlos Alfredo Rinaldi; 2° edición, editorial García Alonso).

Para el cálculo total de la incapacidad, se utilizará el método Balthazard o de la capacidad restante. Se ordenan las incapacidades surgidas de mayor a menor y se efectúa la siguiente regla:

A) 100% - 22% = 78%.

B) 78% x 10% / 100% = 7,8%.

C) 78% - 7,8% = 70,2%.

D) 70,2% x 6% / 100% = 4,21%.

E) 70,2% - 4,21% = 65,99%.

F) 65,99% x 2% / 100% = 1,32%.

G) 65,99% - 1,32% = 64,67%.

H) 64,67% x 1,66% / 100% = 1,07%.

I) 64,67% - 1,07% = 63,6%.

J) 63,6% x 0,5% / 100 = 0,32%. 

K) 63,6% - 0,32% = 63,28%.

L) 100% - 63,28% = 36,72%

Lo que resulta en que, de la suma de todas las incapacidades conocidas, el trabajador cuenta con una incapacidad permanente, parcial y definitiva del 36,72%.

Dicho porcentaje de incapacidad es necesario que sea transformado en un valor pecuniario a los fines de poder determinar la indemnización por dicho concepto. Es así que, para el cálculo del mismo, se procederá a utilizar el sistema empleado por la LRT (art. 14, inc. 2 a)).

Es así que, en principio, se debe obtener el valor mensual de ingreso base. Para ello, conforme el criterio empleado por el artículo 12 de la Ley 24.557, se tomará la suma de los salarios mensuales devengados por el trabajador durante el año anterior a la primera manifestación invalidante, actualizados conforme índice RIPTE y art. 17, inciso 6° de la Ley 26.773; y, a su resultado, se lo dividirá por el número de días corridos durante el período antes mencionado. En un siguiente paso, se procede a multiplicar el valor obtenido por 30,4. 

Para comenzar, es necesario el presente cuadro, citando que, al momento del accidente (octubre 2016), el índice RIPTE era de $2.293,97, valor que servirá para obtener el coeficiente de actualización:

	Mes
	Sueldo

histórico
	Índice
RIPTE
	Coeficiente de actualización
	Sueldo 

actualizado

	Octubre 2015
	$18.200
	$1.737,68
	1,3201
	$24.025,82

	Noviembre 2015
	$18.200
	$1.774,68
	1,2926
	$23.525,32

	Diciembre 2015
	$27.300
	$1.806,09
	1,2701
	$34.673,73

	Enero 2016
	$20.300
	$1.808,60
	1,2684
	$25.748,52

	Febrero 2016
	$20.300
	$1.888,34
	1,2148
	$24.660,44

	Marzo 2016
	$20.300
	$1.940,55
	1,1821
	$23.996,63

	Abril 2016
	$22.500
	$2.022,16
	1,1344
	$25.524,00

	Mayo 2016
	$22.500
	$2.062,33
	1,1123
	$25.026,75

	Junio 2016
	$22.500
	$2.089,18
	1,0980
	$24.705,00

	Julio 2016
	$33.750
	$2.170,43
	1,0569
	$35.670,38

	Agosto 2016
	$22.500
	$2.196,53
	1,0443
	$23.496,75

	Septiembre 2016
	$22.500
	$2.247,93
	1,0205
	$22.961,25


Ahora bien, la suma total promedio emite un valor de $314.014,59, que dividido por 365, resulta en un valor diario de $860,31 y que, multiplicado por 30,4, otorga un monto total de $26.153,54, siendo este valor la base de cálculo.

Obtenido el VMIB, se procede a realizar el cálculo dispuesto en el artículo 14, inc. 2 a), de la Ley 24.557, y así: VMIB x 53 x porcentaje de incapacidad x 65/edad del trabajador al momento del accidente = $26.153,54 x 53 x 0,3672 x 65/32= $1.033.249,16.

Por su parte, al monto total calculado, se le debe adicionar el 20% previsto en el art. 3 de la Ley 26.773, lo cual prevé un monto agregado de $206.649,83.

Por el cálculo realizado, se entiende que, en concepto de indemnización por daño físico, al actor le corresponde la suma de $1.239.898,99.

VIII. DAÑO MORAL Y PSICOLÓGICO

Corresponde, además, indemnizar al trabajador por el daño moral, atento a los sufrimientos, angustias y depresión que padeció y aún padece. Dichos estados son producto de un daño que no debió haber sufrido, pero que, ante la situación lamentablemente acontecida, se esperaba un mejor trato por parte de la ART. El tratamiento inadecuado aplicado durante la corta intervención médica prestada por los especialistas derivados de la ART, así como la negativa injustificada e infundada a continuar con dicho tratamiento, dando de alta al reclamante y el no determinar una incapacidad que generaría la posibilidad de obtener una indemnización acorde al daño percibido, sumada a la orden tácita de regreso a cumplir las mismas tareas que venía prestado el actor sin valerse de sus derechos y teniendo que padecer de daños mucho más intensos que los que sufría en un comienzo, hacen que se encuentre más que justificado dicho reclamo.

El trabajador, ante la inacción por parte de la ART, desde el momento de la afectación hasta la actualidad, sufre por no poder prestar tareas con capacidad plena. Que, al no poder realizar actividades ni poder justificarle a su empleador dichas dolencias que aún padece; ello, atento a que la ART jamás le ha reconocido una incapacidad, aun habiendo reconocido los padecimientos descriptos, generó la decisión de común acuerdo de finalizar el vínculo laboral con las complejidades que dicha decisión acarrea.

De más está decir, que también sufre dentro de su vida familiar y personal; el actor se encuentra impedido de realizar todo tipo de actividades que venía realizando hasta el momento del daño. Dejó de practicar su deporte favorito, que es el “handball”, disciplina que requiere obligatoriamente el uso de la mano para sujetar el balón y defender su arco; se le dificulta el conducir, ya que no puede sostener con firmeza el volante del vehículo; en épocas de climas inestables y de humedad, sufre dolores en la zona afectada hasta cuando está recostado o simplemente sentado en una silla o sillón. En fin, dicha situación cambió completamente su vida, vida de una persona joven, con futuro, que se ve hoy perjudicada en su vida cotidiana, sin contar con posibilidades de progreso.

Corresponde establecer que el daño moral es un reclamo autónomo y que consiste en reparar el sufrimiento, el dolor, el padecimiento que la lesión le causa al trabajador, y por lo tanto, que no está relacionado con el daño físico, ni con el lucro cesante, u otro reclamo.

Lo expresado está fundado en la doctrina de la Corte Suprema que señaló: “Que resulta procedente el reclamo de daño moral, detrimento que por su índole debe tenérselo por configurado por la sola producción del evento dañoso, ya que se presume la lesión por la índole de la agresión padecida, la inevitable lesión de los sentimientos del demandante. A los fines de la fijación del quantum debe tenerse en cuenta el carácter resarcitorio de este rubro, la índole del hecho generador de la responsabilidad y la entidad del sufrimiento causado, que no tiene necesariamente que guardar relación con el daño material, pues no se trata de un daño accesorio a éste. (Fallos 316:2894, 321:1117, 325:1156; 326820 y 847) (CSJN, “Mosca, Hugo c/ Provincia de Buenos Aires”, 6-3-2007).

Atento lo expuesto, considero procedente explicitar algunas de las afecciones productos del daño moral y psicológico que deben ser resarcidas, entre ellas: alteración disvaliosa de los estados de ánimo, con alternancias de angustias y tristezas; disminución de su integridad psicofísica; alteración por la frustración de proyectos de vida; alteración producto de su limitada vida y relación social generada por su imposibilidad de asistir a lugares y prácticas cotidianas, y afectación del modo de vida, producto de sus dolores, e imposibilidad de vivir una vida plena, tal como la que debería estar viviendo si no fuere por lo relatado.

En relación a ello, es necesario considerar dos elementos fundamentales: las características personales del lesionado, la edad y así el efecto madurativo que condiciona considerablemente la adaptación de la persona a los efectos lesivos y sus consecuencias; la personalidad del paciente, y otras circunstancias personales que deben ser atendidas, a tenor de su elevada influencia a la hora de determinar que el daño corporal genera sufrimientos morales de relevancia, como ser gastos extraordinarios, alteraciones por el propio tratamiento, etc., y, por otro lado, las características de las lesiones: la relación dolor y/o secuela con daños morales es evidente, tras la máxima recuperación médica posible, la existencia de secuelas de cualquier tipo, deformaciones, incapacidad para la reincorporación al mercado de trabajo, imposibilidad de realizar actividades deportivas, entre otras. 

La doctrina a través del doctor Mosset Iturraspe, en su trabajo “Diez reglas sobre cuantificación del daño moral”, LL, T. 1994 – A, pág. 729; estableció, que para cuantificar el daño moral, hay que apreciar la gravedad del daño. Al respecto, el jurisconsulto ha indicado que: “...Un primer paso hacia el esclarecimiento del tema analizado puede estar dado por la confección de un catálogo de los daños que, actualmente, se ubican como morales...”.

Por su parte, debe diferenciarse y mantenerse autónomo el concepto y la indemnización del daño moral de la del daño psicológico, ya que estos representan problemáticas aisladas entre ellas.

“El daño psíquico debe ser indemnizado como diferenciado del estético y del moral, si de la pericia surge la existencia de una alteración emocional como consecuencia del accidente padecido...”. (CNEspCivCom, Sala V, 8/7/88, Melo, Dalam P. c/ Del Pozo, Horacio y otro”, LL, 1989-C-523, con nota de Jorge Bustamante Alsina).

“La indemnización por incapacidad de índole psíquica y por daño moral tiene distintos objetos” (CNCiv, Sala F, 2/8/91, “Borysiuk, Juan y otro c/ Ibarra, Santiago M. y otro”, LL, 1991-E-339, con nota de Jorge Bustamante Alsina).

Resulta ser claro que el trabajador, conforme lo expuesto en el presente punto, sufre de alteraciones emocionales que requieren, no solo de un tratamiento especializado asistencial; sino, también, un reconocimiento indemnizatorio por parte de la ART demandada; ello, atento a que no tuvieron presente el daño emocional que le generaría al citado la quita de la cobertura médica y la desatención producto del alta.

Ahora bien, ¿cómo diferenciamos esto entre daño moral y el psicológico? Evidentemente y como ya se ha tratado previamente, no podemos relacionar ambos conceptos, dado que, de manera diferenciada, han sido tratados cuando se habló generalizadamente de los efectos que se habían provocado en razón de tales institutos. Es en esta instancia, que, puntualmente, podemos decir que el daño moral encuentra bases cuando se analiza la afectación que el daño físico padecido provocó en la vida del sujeto; moralmente hablando, el trabajador se encuentra en clara desventaja respecto a personas similares, de sus mismas características, a la hora de buscar o desarrollar un empleo; su vida social se encuentra obstruida ante la imposibilidad de llevar a cabo ciertas funciones que hoy en día se le muestran vedadas y que eran la base de su vinculación con sujetos fuera de su ámbito familiar y laboral (se dijo que practicaba deporte), y, por último, no encuentra alternativas que desencadenen en un retorno a su vida diaria, una vida de felicidades, de proyectos, de futuro, que, en la actualidad y, posiblemente, para siempre, se hallen truncadas.

La Corte señaló en el fallo “Mosca, Hugo c/ Pcia de Buenos Aires”: “Que resulta procedente el reclamo de daño moral, detrimento que por su índole debe tenérselo por configurado por la sola producción del evento dañoso, ya que se presume la lesión por la índole de la agresión padecida, la inevitable lesión de los sentimientos del demandante. A los fines de la fijación del quantum debe tenerse en cuenta el carácter resarcitorio de este rubro, la índole del hecho generador de la responsabilidad y la entidad del sufrimiento causado, que no tiene necesariamente que guardar relación con el daño material, pues no se trata de un daño accesorio a éste”.

Por su parte, el daño psicológico encuentra sus fuentes en cuestiones más profundas: en la propia idea que lo llevó al tratamiento psiquiátrico, que al momento se encuentra efectuando, y que tiene que ver con la propia angustia de la desidia, del desconocimiento, de no saber si algún día podrá volver a tener la vida que tuvo en algún momento previo al accidente, de no saber si podrá recuperarse y así poder valerse laboral y económicamente por sí mismo y de no poder proyectarse la conformación de una familia completa sabiendo lo complejo que sería mantener un estatus de vida apto para el desarrollo de sus miembros.

El doctrinario Mariano Castex lo define como: aquel daño que presenta en la persona un deterioro, una disfunción, un disturbio o trastorno, o un desarrollo psicogénico o psicoorgánico que, afectando sus esferas afectiva y/o intelectiva y/o volitiva, limita su capacidad al goce individual, familiar, laboral, social y/o recreativo, siendo oportuno tener presente que cada ser humano tiene su peculiar campo de tarea y/o cualquier quehacer vital, diferenciándose este de las demás personas, no solo en su extensión, sino, también, en cuanto a su comprensión, término este que, en lógica menor, implica al conjunto de cualidades que integran una idea o concepto. 

La corte suprema en el precedente “Mosca Hugo c/ Provincia de Buenos Aires” ha considerado que: “cuando la víctima resulta disminuida en sus aptitudes físicas o psíquicas en forma permanente, esta incapacidad debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda corresponder por el menoscabo de la actividad productiva y por el daño moral, pues la integridad física tiene por sí misma un valor indemnizable y su lesión comprende, a más de aquella actividad económica, diversos aspectos de la personalidad que hacen al ámbito doméstico, cultural o social con la consiguiente frustración del desarrollo pleno de la vida”.

En “Aquino” también dijo: “el valor de la vida humana no resulta apreciable tan sólo sobre la base de criterios exclusivamente materiales ya que no se trata de medir en términos monetarios la exclusiva capacidad económica de las víctimas, lo que vendría a instaurar una suerte de justicia compensatoria de las indemnizaciones según el capital de aquéllas o según su capacidad de producir bienes económicos con el trabajo, puesto que las manifestaciones del espíritu también integran el valor vital de los hombres”.

“La compensación de este perjuicio ha sido desde antaño motivo de profunda discusión, lo cual esencialmente se justifica por la dificultad de la objetivación del daño y, por consiguiente, de su valoración. Pero lo que no es discutible hoy en día es la procedencia de la reparación. No contemplarla equivaldría a dejar impune al causante del daño...” (Víctor Hugo Álvarez Chávez, Nuevo Baremo y nuevas enfermedades del trabajo, ed. García Alonso, pág. 244).

Por lo detallado, se solicita, en concepto de indemnización por daño moral, un 10% del valor obtenido como indemnización de daño físico y así la suma de $123.989,90. Lo mismo en el caso de la indemnización por daño psicológico dispuesta en la suma de $123.989,90. 

IX. LUCRO CESANTE Y PÉRDIDA DE CHANCE

Se reclama, en el presente punto, la pérdida de chance y de la capacidad de generar mayores ganancias producto de la minusvalía (lucro cesante).

Es claro que, en la actividad que desarrollaba el actor como empleado de la empresa ..., su categoría laboral como operario de maquinarias automáticas y semiautomáticas, y su corta edad podrían haberse generado grandes expectativas de progreso, ya sea dentro de la entidad citada como en otra de similares características. Lamentablemente, ello no ocurrió, más allá del profesionalismo con el que el actor ejercía sus funciones y el constante compromiso con su empleador, el accidente modificó su proyecto futuro y sus aspiraciones a crecer dentro de la empresa citada. El no poder cumplir con las órdenes que se le impartían ni desarrollar la propia actividad que por entonces realizaba a la perfección, culminó en una decisión determinante que se resumió en la finalización del vínculo laboral de común acuerdo.

Ahora bien, su vida no se encuentra supeditada únicamente a la actividad laboral, sino que, también, deben considerarse los proyectos que el trabajador tenga fuera del ámbito de trabajo para complementar su vida y que se vieron perjudicados a causa del gravamen ocasionado.

La Corte Suprema ha denominado a estas iniciativas como “proyectos de vida” en el fallo “Arostegui” absorbiendo dicho nombre de la Corte Interamericana de Derechos humanos cuando, en los precedentes “Loayza Tamayo vs. Perú (reparación y costas)”, dijo: “El proyecto de vida se asocia al concepto de realización personal, que a su vez se sustenta en las opciones que el sujeto puede tener para conducir su vida y alcanzar el destino que se propone. En rigor, las opciones son la expresión y garantía de la libertad. Difícilmente se podría decir que una persona es verdaderamente libre si carece de opciones para encaminar su existencia y llevarla a su natural culminación. Esas opciones poseen en sí mismas, un alto valor existencial y su cancelación o menoscabo implican la reducción objetiva de la libertad y la paridad de un valor que no puede ser ajeno a la observación de esta Corte”.

El maestro Carlos Fernández Sessarego señaló, por su parte: “El más grave efecto que puede generar un daño al proyecto de vida, que conduce a su frustración, es el de generar en el sujeto un vacío existencial por la pérdida de sentido que experimenta su vida. Ésta pierde su razón de ser. La persona ya no podrá hacer lo que libremente decidió ser. Ese Aniquilamiento existencial resulta intolerable para las personas que han vivido intensamente su proyecto, que han cifrado en él el sentido de su propio existir. Dejar de ser lo que se decidió ser, crea en la persona un vacío existencial difícil de colmar con otro proyecto”.

Imaginemos al trabajador que se ha preparado durante su vida para desarrollar su oficio o su profesión y que, de pronto, a consecuencia de un infortunio laboral, ya no podrá ser más esa persona activa, que otorgaba un sentido a su vida, una razón de ser. 

El derecho resarce la incapacidad profesional que, no solo presupone la pérdida de aptitud para seguir percibiendo el mismo ingreso, por no poder seguir desempeñando la misma ocupación que se ejercía anteriormente; sino que, también, resarce la invalidez general, que es la pérdida de la capacidad de aprovechar cualquiera de las oportunidades que ofrece el mercado de empleo, aunque se esté dispuesto a cambiar de ocupación y aceptar un nivel profesional más bajo.

El daño ocasionado reduce la capacidad laborativa en sí misma; ello implica, por un lado, dejar de percibir lo necesario para la supervivencia actual y, por el otro, la posibilidad de dejar de obtener una determinada ganancia o beneficio, necesaria para el proceso de acumulación.

Respecto de la minusvalía de la capacidad laborativa, la sufrida por el actor resulta ser total y definitiva.

Volviendo al caso testigo, dentro de la entidad indicada, existen categorías superiores a las que, en su momento, ostentaba el trabajador y que claramente por las aptitudes con las que contaba este último, eran altamente alcanzables a corto, mediano o largo plazo. No requieren de conocimientos elevados, capacitaciones o títulos especializados para ser obtenidos, por lo que las condiciones de instrucción del reclamante eran suficientes para acceder a los mismos.

La lesión padecida ha obligado al trabajador a someterse a tratamientos no deseados ni necesarios, si no fuera por el accidente ocurrido. Ese tratamiento determinaría un cese de actividades de manera temporal, ello hasta su parcial recuperación. Durante dicho período, se encontraría en una imprudente desventaja en relación con sus compañeros de categoría, ya que, al no poder brindar actividades, no podía demostrar aptitudes para puestos superiores, situación no compartida con sus colegas. Ello podría determinar que, a futuro, su vida laboral y económica se vería perjudicada más que nada, porque nadie le podría garantizar nuevas oportunidades de progreso. De tal manera, se solicita que se tenga presente la eventualidad inmersa y así se colacione, al cálculo indemnizatorio, el valor por lucro cesante desde la fecha del accidente hasta la presentación de la demanda y, por pérdida de chance, desde la fecha de presentación del escrito en cuestión hasta la finalización de la etapa laboral de una persona, esto es, para el caso del sexo masculino, 65 años. Deberá considerarse que esta parte utilizará valores que sufrirán graves perjuicios con el tiempo por la inevitable desvalorización monetaria producto de la inflación y otros factores económicos. 

En cuanto a la forma de cuantificarlo, ello se hace calculando la tasa de beneficio o excedente que pudiera ser atribuible al trabajador y su acumulación hasta el promedio de trabajo estipulado.

Dicho esto, adquiere importancia el salario que debiera percibir el trabajador en su puesto siguiente al que pretendiera dirigirse dentro de la categoría laboral, desde el momento en que se ocasionó el daño hasta la definitiva jubilación. Para ello, se tiene presente el promedio salarial percibido por el trabajador obtenido como base de cálculo y el promedio salarial de la misma época, pero de un trabajador de cargo inmediatamente superior.

De acuerdo a lo que surge del punto VII, el promedio salarial deducido y base de cálculo del trabajador durante el año anterior al accidente fue de $22.570,83, mientras que el promedio salarial que percibió un trabajador de categoría superior durante el mismo período fue de $23.500, ello conforme escala salarial que se adjunta conjuntamente con la presente.

La diferencia entre salarios es de $929,17, que, multiplicado por 396, resulta ser la cantidad de meses que restan hasta la efectiva jubilación del trabajador y, contando los 33 sueldos adicionales en concepto de SAC, el cálculo total obtiene un valor indemnizatorio de = $398.613,93.

Es de vital importancia explicar cuáles fueron los criterios aplicados para utilizar los montos que anteriormente se emplearon y así justificar la incorporación en los presentes autos.

Emplear el VMIB sería desproporcionado cuando, para obtener la diferencia, también se debería utilizar el VMIB sobre un salario no percibido que, hipotéticamente, se podría percibir; por lo que resultaría más lógico aplicar los valores corrientes durante el tiempo calculado, y así se obtuvieron el salario promedio percibido ($22.570,83) y el promedio del salario de la categoría superior ($23.500). Además, para calcular el VMIB del último ítem referido, debía efectuarse una ecuación que excedería la realidad de los parámetros de reclamo; ya que se debería hacer desde el momento del accidente hasta la época jubilatoria, circunstancia de imposible realización, debido a que las variables del RIPTE se calculan al presente y no, a futuro.

Para darle un valor pecuniario al reclamo, es primordial situarnos en un momento preciso, exacto, sin hacer apreciaciones o concepciones futuras; por ello, se toma como referencia el promedio de salario de la categoría superior durante el año anterior a la primera manifestación invalidante, al igual que el promedio de salario efectivamente percibido; ya que evaluar un salario posterior a ello y hasta la jubilación del trabajador, también, sería de imposible cumplimiento.

Todo es simbólico, conocemos el valor percibido pero no el que se percibirá y, por esa razón, debemos escapar del dilema obvio e introducirnos en la posibilidad fáctica de ecuación, una alternativa aproximada de la realidad. Tal es así, que la variable de cálculo para proceder al reclamo es la diferencia existente entre el salario promedio percibido y el que devengaba un trabajador de cargo superior, una diferencia que, seguramente, variará con el tiempo producto de la inflación y la desvalorización de la moneda nacional, pero que resulta ser una apreciación imprevisible. Sin perjuicio de ello, siendo hoy en día el reclamo, no pudiéndolo hacer muy alejado en el tiempo atento a la prescripción de la acción, y así también, al pago de su indemnización, debemos especificar cuál es la diferencia actual y extender la petición hasta un momento puntual (la edad jubilatoria de los 65 años), sometiéndonos, únicamente, a los intereses que puedan llegar a calcularse y a la apreciación que realicen los jueces del mentado planteo.

Es, por ello, que la diferencia obtenida se multiplica por la cantidad de meses que restan para que el trabajador obtenga los 65 años y la cantidad de SAC que se percibirá por un valor menor al que correspondería si el actor obtuviese el tan ansiado ascenso.

X. INTERESES COMPENSATORIOS, MORATORIOS Y ANATOCISMO

El art. 1748 del CCC es claro cuando dice: “el curso de los intereses comienza desde que se produce cada perjuicio”. La actora considera que la totalidad de los intereses deberán comenzar a computarse a partir del 3 de octubre de 2016, fecha en la cual se produjo el accidente, ello conforme lo prevé el art. 2, tercer párrafo, de la Ley 26.773.

Dichos intereses son los previstos por nuestro CCC, como ser intereses compensatorios (art. 767) e intereses moratorios (art. 768).

Por su parte, se reclaman también los intereses por anatocismo, estos son, los intereses de los intereses que comenzarán a computarse en los términos del art. 770, inc. b).

Todos los intereses contenidos en el presente punto deberán ser calculados al momento de realizarse la liquidación definitiva, esto es al momento de arribarse a un acuerdo o al momento del dictado de la sentencia condenatoria.

XI. RESPONSABILIDAD DE LA ASEGURADORA DE RIESGOS DEL TRABAJO EN LOS TÉRMINOS DE LA LEY DE RIESGOS DEL TRABAJO Y EN LOS TÉRMINOS DEL CÓDIGO CIVIL Y COMERCIAL DE LA NACIÓN

Se reclama que la Aseguradora de Riesgo de Trabajo responda en los términos de la ley de Riesgo de Trabajo por las lesiones que padece la parte reclamante, producidas por el accidente de trabajo denunciado y que le originaron los padecimientos que se denuncian.

Ya se han citado previamente los artículos de la citada ley que fundamentan involucrar a la demandada en la reparación del daño.

En la doctrina, rige el principio de que la reparación del daño personal significa el resarcimiento íntegro, es decir, de todos los daños y perjuicios sufridos. Esta reparación integral exige una valoración completa del daño por parte del experto evaluador, esto es: del daño en sí y de todas sus consecuencias en los más variados ámbitos de la vida de aquel que lo padece.

La Constitución Nacional y el derecho positivo tutelan la vida y la integridad física como bienes originarios del hombre que no pueden ser impunemente lesionados; de lo contrario, el afectado tendrá derecho a una reparación.

La doctrina jurídica ha definido al daño, entre otros conceptos, como aquel menoscabo, material o moral, causado contraviniendo una norma jurídica que sufre una persona y, del cual, otra haya de responder.

El daño, en cualquiera de sus formas, no necesariamente debe ser atribuible al que de manera subjetiva lo provocó y así recayó en una responsabilidad de idéntico tipo, sino que, también, puede ser encomendado a aquel que lo generó por una responsabilidad de tipo objetiva.

Cuando el daño se produce por la acción u omisión de ciertas obligaciones encuadradas en una legislación, la responsabilidad que se adquiere es de tipo subjetiva; mientras que, cuando el objeto propio del contrato determina en un sujeto la encomienda de hacerse cargo de un evento determinado generado dentro de una relación ajena en la que participa el otro contratante, como es el caso de las ART – empleador, la responsabilidad es objetiva y deberá así, por ambas responsabilidades asumidas, garantizarse una cobertura de carácter indemnizativa en favor del objetivo propio del contrato celebrado que, en este caso puntual, resulta ser el trabajador lesionado. 

En efecto, la aseguradora de riesgos del trabajo es responsable por su conducta negligente al incumplir con lo ordenado en los arts. 1, 4, inc. 1; art. 20 y 31, inc. 1 de la Ley de Riesgo del Trabajo, y la resolución 43/97 de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo.

Las normas citadas obligan a la ART a efectuar controles periódicos para indicar a sus asegurados las medidas de seguridad que deben tomar a los fines de prevenir accidentes, como así, también, llevar registro de siniestralidad por establecimiento y realizar las correspondientes denuncias en caso de que las empresas no cumplan con los planes de seguridad sugeridos por las mismas.

Además, están obligadas a brindar cursos a los trabajadores de las empresas aseguradas, a los fines de prevenir accidentes, realizar exámenes periódicos, informarles de los mismos; pues son los beneficiarios del contrato que suscribieron el empleador y la aseguradora, y formar comisiones para colaborar en la prevención de estos siniestros.

En efecto, el art. 19 del decreto 170/96, en su inciso c), establece: “Brindar capacitación a los trabajadores en técnicas de prevención de riesgos”. El artículo siguiente obliga a las aseguradoras de este modo: “...deberán contar con personal especializado en higiene y seguridad o medicina de trabajo...”, y en el art. 21 del mismo decreto indica que: “La capacitación brindada por la aseguradora deberá realizarse en el domicilio del empleador o del establecimiento en su caso, salvo acuerdo en contrario. Las fechas y horarios de capacitación serán acordados con el empleador. Los trabajadores estarán obligados a concurrir a los cursos de capacitación que se dicten dentro de sus horarios de trabajo, y a firmar las constancias correspondientes”.

En el caso de marras, al actor se lo contrató y se le otorgaron tareas, pero jamás la aseguradora le brindó una mera noción de los riesgos que enfrentaba, sin que dicha ART se opusiere a la práctica que desarrollaba el accionante, sabiendo que se trataba de una actividad riesgosa para su salud y la de cualquier trabajador.

El incidente de marras se hubiere evitado en el caso en que el actor hubiese recibido de parte de la aseguradora un mínimo de información sobre los riesgos que implicaba el trabajar en las condiciones en las que se venían desarrollando las tareas; ya que, amén de contar con elementos de seguridad brindados por la empleadora, existía y, evidentemente, existieron riesgos de, igualmente, generarse un accidente que deviniese en daño.

De la misma forma y tal como se ha relatado en puntos previos, se puede verificar, no solo el efectivo nexo de causalidad entre la actividad desarrollada por el actor y el daño acontecido; sino, también, el vínculo causal entre las conductas omisivas de la ART y el acaecimiento del citado infortunio. Si la Aseguradora demandada hubiera cumplido con las diligencias encomendadas por las normativas enmarcadas, seguramente, habría existido un control más estricto, elementos de protección más adecuados y trabajadores capacitados para poder evitar daños como el aquí detallado.

Aun así, se dice, también, que la responsabilidad de la ART se funda en varios artículos de nuestro Código Civil y Comercial de la Nación y que, bajo ningún aspecto, su utilización a los efectos argumentales, puede interpretarse o hacerse interpretar que resultan de aplicación los arts. 4 y 17 de la Ley 26.773, y así recaer el reclamo en sede civil.

El art. 1716 expresa: “La violación del deber de no dañar a otro, o el incumplimiento de una obligación, da lugar a la reparación del daño causado, conforme con las disposiciones de este Código”.

Por su parte, la responsabilidad de la ART se basa en factores objetivos y subjetivos, en concordancia con lo manifestado por el art. 1721 del CCC.

El art. 1724 indica que: “Son factores subjetivos de atribución la culpa y el dolo. La culpa consiste en la omisión de la diligencia debida según la naturaleza de la obligación y las circunstancias de las personas, el tiempo y el lugar. Comprende la imprudencia, la negligencia y la impericia en el arte o profesión...”.

Por último, el art. 1749 establece: “Es responsable directo quien incumple una obligación u ocasiona un daño injustificado por acción u omisión”.

El fuero de trabajo, en diferentes fallos, consideró que: “Los incumplimientos de las ART de las obligaciones impuestas por la LRT constituyen una conducta encuadrable en los términos del art. 512 del CC (hoy art. 1724 del CCCN), ya que se trata de una omisión de diligencias tendientes a prevenir la configuración de daños a los trabajadores. Ante la falta de vigilancia del cumplimiento de la normativa no se la puede eximir de responsabilidad, con el solo requerimiento a su asegurado para que este se autoevalúe respecto del grado de cumplimiento de la normativa de seguridad e higiene en el trabajo...” (CNAT, SalaII, “Corallo, Eduardo c/ Pescasur S.A. y otro s/ Accidente”, SD Nº 91797, fechada el 26 de junio de 2003).

Pero, no solo la responsabilidad de la ART surge a partir de su incumplimiento de las obligaciones exigidas por la ley que la rige; sino, también, por su inacción, desentendimiento y abandono, productos de la explícita determinación de un daño acontecido generado por un accidente de trabajo y de la negativa por parte de la accionada, no solo de continuar con el tratamiento iniciado, emitiendo el alta presurosamente, sino, además, desconociendo su responsabilidad fundándose en la inexistencia de factores incapacitantes.

Lo expuesto, entonces, no determina, únicamente, una responsabilidad subjetiva; ya que la ART omitió su diligencia debida a la hora de cubrir las necesidades del trabajador e incumplió con una serie de obligaciones ya tratadas oportunamente; sino que, también, y según nuestro CCCN, en su art. 1722, se trata de un factor objetivo de responsabilidad. El art. 1722 dice: “El factor de atribución es objetivo cuando la culpa del agente es irrelevante a los efectos de atribuir responsabilidad...”.

La corriente doctrinaria y jurisprudencial mayoritaria afirma que una consecuencia no querida ni prevista por los autores de la LRT fue que las enfermedades no contempladas en el listado cerrado, previsto por el art. 6 de dicha ley (tal como resulta ser el algunas circunstancias de autos), pero que guardaran nexo causal con las tareas cumplidas, igualmente, serían resarcibles.

La expresión legal con respecto a que las enfermedades no contempladas en el listado o los hechos no incluidos en la categoría de súbitos y violentos del art. 6, no serán resarcidos por las prestaciones de la LRT, solo tiene virtualidad dentro del estrecho marco legal.

En este caso, la reparación de los daños extrasistémicos, fundada en la responsabilidad extracontractual, no emerge de un incumplimiento convencional, sino de la omisión de una obligación legal.

Surge evidente el retroceso legal del art. 6 de la LART que trajo, como consecuencia, la recurrencia de los damnificados al moderno derecho de daños, que admite que el progreso técnico venga acompañado de riesgos que, difícilmente, puedan ser previstos o evitados. Es decir, esta doctrina moderna determina que ese daño no sea soportado por quien lo sufrió, sino que se tiende a sistemas racionales de indemnización que resguardan al individuo de las acciones de los dañantes o quienes resulten ser responsables.

El riesgo que asumen diariamente los trabajadores es un estado necesario, no eludible y potencial para ellos. El empleador que crea esa situación de riesgo, debe afrontar el daño sufrido por su dependiente, así como asume el resto de los aleas de su actividad comercial o industrial. 

Ahora, es claro que el empleador tiene un método impuesto por ley para afrontar dichos daños sin que se vea comprometida su economía ni la de su entidad, y es a través de las aseguradoras de riesgos de trabajo que tiende a responder ante dichos acontecimientos, ya sea cumplimiento con sus obligaciones de asesorar, prevenir (puntos que he destacado anteriormente), intervenir ante el daño ocurrido y resarcir en caso de existir o prevalecer una incapacidad.

Sería hasta contradictorio pensar que la imposición legal de contratar un seguro por riesgos del trabajo no lo exima de responsabilidad al empleador cuando, habiendo cumplido en tiempo y forma con la exigencia referida, ocurra un infortunio y la propia aseguradora contratada no pretenda responder por el mismo.

Con lo expuesto, se encuentra evidenciado que la responsabilidad, tanto objetiva como subjetiva, se refleja en la aseguradora conforme nuestro ordenamiento jurídico de competencia laboral y civil.

XII. INAPLICABILIDAD E IRRETROACTIVIDAD DEL DECRETO 54/2017 Y LEY 27.348

Bajo los mismos fundamentos que los tratados en el punto IV. COMPETENCIA, no corresponde la aplicación del Decreto 54/2017 y la Ley 27.348 en los presentes autos; ello, teniendo la plena conciencia de que la normativa de riesgos del trabajo aplicable al caso es la que se encontraba vigente o la que regía al momento del accidente.

Advirtiéndose que el accidente, aconteció en octubre de 2016, momento en la que no se encontraban sancionados ni el decreto ni la nueva ley, resultaría arbitrariamente extremo que se pretenda aplicar una normativa que podía encontrarse proyectada pero no reglada.

Siendo que, en tal circunstancia, solo ejercía un rol legal la ley 24.557 y su complementaria, la ley 26.773, deberían ser estas las únicas en considerarse aplicables al presente caso.

Atento a lo expuesto, corresponde que, ante cualquier pretensión desviada por parte de la contraparte, V.S, declare la inaplicabilidad e irretroactividad de las normas citadas en el primer párrafo; ello, a colación de la jurisprudencia que así lo ha determinado, conforme autos “ESPÓSITO DARDO LUIS C/ PROVINCIA ART S.A S/ ACCIDENTE – LEY ESPECIAL” y el reciente “ALBORNOZ, RENEE ARMANDO c/ PROVINCIA ART S.A. s/ACCIDENTE - LEY ESPECIAL”, ambos tratados en los fundamentos del punto IV.

XIII. PLANTEO DE INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS ARTÍCULOS 1, 2, 3, 14, 15 Y CCTES. DE LA LEY 27.348

Subsidiariamente, en el hipotético supuesto de que se pretenda, erróneamente, aplicar de manera retroactiva la nueva normativa, vengo a interponer su declaración de inconstitucionalidad.

Oportunamente, cuando la Ley 27.348 no se hallaba sancionada, la participación de las comisiones médicas como órgano administrativo previo se encontraban determinadas por los arts. 21 y 22 de la Ley 24.557, acápites que no fueron derogados por la nueva normativa, aunque los transformó gracias a ciertas consideraciones no contempladas por la norma de la década de 1990.

Por aquellos tiempos, las comisiones médicas resultaban ser muy discutidas, hasta el punto de ser consideradas inconstitucionales por el alto tribunal de justicia de la República Argentina, no exigiéndose para entonces el cumplimientos de la instancias administrativa por parte del trabajador como medida previa al reclamo judicial.

Los fundamentos para ser tenidas en dicha calidad son variados:

a) La LRT inviste a los profesionales del arte de curar de facultades jurisdiccionales exorbitantes, destinándoselos indebidamente a resolver conflictos jurídicos ajenos a sus incumbencias específicas y lesionando el principio de acceso a la justicia y a la garantía del debido proceso.

b) Se infringe el art. 109 de la Constitución Nacional al otorgar potestades jurisdiccionales a órganos administrativos federales designados por el PEN con exclusión de los jueces naturales del Trabajo de cada provincia (art. 5º, inc. 2º; art. 21, inc. 2º y art. 46 de la Ley 24.557).

c) El procedimiento allí dispuesto adolece de garantías para el trabajador, ya que los médicos carecen de aptitud para resolver las relaciones de causalidad entre daño y actividad laboral o accidente in itinere, que es una función jurisdiccional excluyente. Esta falta de seguridad se ve acrecentada por cuanto el damnificado tiene un recurso de apelación limitado, no pudiendo agregar prueba que no haya ofrecido inicialmente; ello, ya que no se brinda la posibilidad, en el propio ordenamiento, tratándose en dichos casos de un formulario que debe completar el trabajador sin requerir patrocinio jurídico.

d) La víctima laboral que debe enfrentarse a estructuras complejas, como las ART y las comisiones médicas, carece de asesoramiento letrado frente a un procedimiento técnico complejo, lo que afecta su derecho de defensa en juicio, situación que fue subsanada parcialmente por la nueva Ley 27.348.

e) Los médicos integrantes de las comisiones médicas dependen del PEN y tienen una relación de empleo privada con la SRT. Esta falta de estabilidad del empleo público conspira contra su independencia de criterio; ya que podría ver peligrar su fuente de trabajo en el supuesto de que resuelvan cada conflicto en favor del trabajador, argumentando sus empleadores el desfinanciamiento del sistema y así la imposibilidad de continuar otorgando tareas.

f) El art. 51 de la Ley 24.241, modificado por el art. 50 de la LRT, establece, palabras más, palabras menos, que los médicos que deciden los diferendos entre los trabajadores y las ART son retribuidos por los fondos que aportan estas últimas, lo que, objetivamente, también conspira contra su imparcialidad; ello, íntegramente vinculado con los argumentos ya esgrimidos en el punto previo.

En la Justicia Nacional, existen dos preceptos jurisprudenciales aplicables al caso que son los fallos “Venialgo” y “Marchetti”. La doctrina sentada en ambos es coherente con el criterio ya expuesto por la Corte Suprema en el caso “Castillo”, en el sentido de que, siendo la materia de accidentes del trabajo de derecho común e interviniendo, en la misma, sujetos del derecho privado, no se justifica la federalización del procedimiento ni, por lo tanto, la intervención de organismos federales administrativos, como las comisiones médicas ni la Justicia Federal de la Seguridad Social, sino que corresponde intervenir a la Justicia Nacional del Trabajo.

Todos los fundamentos esgrimidos adquirieron fuerza en su momento preciso desencadenando una postura mayoritaria de los miembro de la Corte Suprema de Justicia tendientes a declarar la inconstitucionalidad de aquellas comisiones médicas que no son para nada diferentes a las que hoy intentan revalidarse, por lo que ciertos motivos repulsivos mantienen su calidad de tales.

Jurisprudencia reciente de la Sala VII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, precisamente, en sentencia de fecha 02/10/2017, ha declarado la inconstitucionalidad del art. 1 de la Ley 27.348, ante el recurso interpuesto por la actora frente a la equivocada resolución de primera instancia. Es, de tal modo, que en autos “MERCADO, HÉCTOR GABRIEL C/ GALENO ART S.A. S/ ACCIDENTE – LEY ESPECIAL” (Expte. N° 35.535/2017), fundamentó su decisión considerando: “...Expuestas brevemente las circunstancias de autos, es claro que al determinarse una instancia previa de carácter obligatoria y excluyente a una vía recursiva, única previsión legal ante el órgano jurisdiccional conforme la opción que le acuerda la norma en examen, se debe analizar si la normativa que así lo determina vulnera alguna de las disposiciones contenidas en la Carta Magna, más aún cuando en el caso lo que se habilita no es una acción, sino un mero recurso, que salvo las excepciones previstas en el art. 2 (cuando medie apelación de la aseguradora de riesgos del trabajo ante la Comisión Médica Central en el caso previsto en el artículo 6°, apartado 2, punto c) de la ley 24.557, sustituido por el artículo 2° del decreto 1278/2000 –enfermedad no listada- y cuando medie apelación de la aseguradora de riesgos del trabajo ante la Comisión Médica Central en caso de reagravamiento del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional), son en relación y con efecto suspensivo. En este andarivel señalo que la jurisdicción es un atributo exclusivo de los jueces, por lo tanto el art. 1 de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos de Trabajo viola el art. 18 de la Constitución Nacional que en la imposición del debido proceso encierra lo expuesto con más los principios del Juez natural y el Juez especializado. Lo dicho se potencia en este análisis, si se tiene en cuenta que se deja en manos ajenas a la Magistratura el concepto de nexo causal en cuanto a la existencia del evento dañoso, uno de los conceptos más complejos de la ciencia jurídica y definitorio del proceso todo, en tanto se encuentra involucrado nada más ni nada menos que el derecho a la salud de los sujetos especialmente protegidos por su vulnerabilidad (arts. 14 bis, 18 y 116 del la Constitución Nacional, a lo que se suma la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y de los Tratados Internacionales). De modo tal que la norma aludida resulta inaplicable y al igual que en los precedentes del Máximo Tribunal in re “Castillo Ángel Santos c. Cerámica Alberdi S.A.” (sentencia del 7/9/2004), “Venialgo, Inocencio c/ Mapfre Aconcagua A.R.T. y otros” (sentencia del 13/3/2007), “Marchetti, Néstor Gabriel c/ La Caja ART S.A. s/ Ley 24557” (sentencia del 4/10/2007) y “Obregón, Francisco Víctor c/Liberty ART S.A.” (sentencia del 17/4/2012), corresponde habilitar la instancia judicial del fuero para conocer en estos actuados, pues el acceso a los estrados judiciales no puede quedar condicionado o supeditado al previo cumplimiento de una vía administrativa que no cumple la garantía del Juez natural que tiene por fin asegurar la máxima imparcialidad en el juzgamiento de las personas (art. 18 de la Constitución Nacional) que se refuerza con la expresa prohibición establecida en el art. 109 de la Ley Fundamental. Coincido con la solución propuesta por mi colega, pues efectivamente el diseño instaurado a partir de las modificaciones impuestas a la Ley de Riesgos del Trabajo, consistente en un procedimiento administrativo con facultades jurisdiccionales, de carácter previo, obligatorio y excluyente, no brinda las garantías del debido proceso (art. 18 de la Constitución Nacional), tanto más que no le permite al trabajador enfermo o accidentado replantear los hechos ni ofrecer pruebas, sino únicamente discutir lo actuado en aquella sede, excluyendo la demanda directa.

Entiendo que al otorgarse facultades jurisdiccionales a las Comisiones Médicas, se demora innecesariamente el acceso rápido y pleno a la justicia tal como lo señaló el Máximo Tribunal en la causa “Obregón”, dejando al arbitrio de los médicos decisiones tales como determinar si un accidente o una enfermedad puede encuadrarse en las previsiones del art. 6 de la Ley de Riesgos del Trabajo, esto es, si puede ser considerado como una contingencia cubierta o no por el dispositivo legal, cuando tal calificación solo puede ser establecida por el Juez de la causa, luego del análisis de los hechos y el derecho que las partes invocan, cuestión que no puede quedar en mano de galenos. No soslayo que el decreto 1475/2015 determina que cada Comisión Médica y Comisión Médica Central se constituirán con Secretarios Técnicos Letrados como órgano jurídico permanente, pero éstos no emitirán dictámenes vinculantes y la decisión jurídica se encuentra en manos de médicos, de modo que no se sanea la falencia referida anteriormente, pues la resolución administrativa definitiva estará a cargo de los profesionales de la medicina, quienes deberán resolver cuestionas jurídicas muchas veces complejas, relativas a distintos aspectos de la Ley 24.557 (contingencias comprendidas, situaciones cubiertas, determinación del IBM, si hay pagos clandestinos que conformen el salario, qué prueba resulta conducente, los derechohabientes legitimados, entre otros). Cabe recordar que el art. 116 de la Norma Fundamental determina como facultad exclusiva y excluyente del Poder Judicial la decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución y por las leyes de la Nación, de modo que cuando tal potestad se le confiere a un órgano del Poder Ejecutivo, se viola el principio republicano de división de poderes y se afecta el derecho de acudir al Juez natural en un debido proceso judicial. La revisión judicial prevista en el art. 2 de la Ley 27.348 no satisface la garantía mínima del debido proceso, tendiente a asegurar un resultado justo y equitativo dentro de una contienda judicial, que le permita tener oportunidad de ser oído y hacer valer sus pretensiones legítimas frente al Juez (art. 18 citado), ya que el recurso que estatuye como mera revisión judicial de lo actuado en sede administrativa por los profesionales de la medicina, a quienes se les otorgan facultades jurisdiccionales para desestimar las pruebas improcedentes, superfluas o dilatorias, amén de establecer los distintos aspectos que rodean la viabilidad de un reclamo indemnizatorio dentro de las previsiones y con los alcances previstos por la ley 24.557. La idoneidad técnica de los miembros de las comisiones médicas para evaluar la existencia de dolencias y las incapacidades que éstas pudieran generar desde sus conocimientos científicos es indudable, pero reitero que la determinación del carácter laboral del accidente o profesional de la enfermedad, así como la relación causal con el factor laboral, son materias que exceden los conocimientos científicos de aquéllos y requieren de una formación técnico-jurídico de la que adolecen, y es natural que así sea, pues para la determinación de tales aspectos, son los jueces quienes resultan idóneos tanto desde el punto de vista científico como constitucional...”.

Independientemente de las críticas que absorbe el sistema, parecería que, hoy en día, el aparato gubernamental y legislativo intentara reivindicar la figura de un ente dictado en innumerable cantidad de oportunidades como inconstitucional, buscándole la vuelta a los efectos de que tales comisiones recuperen la calidad que ostentaban. Es evidente que, tanto aquellas comisiones como las nuevas, adquieren un mismo significado y objetivo, limitar la judicialización de los reclamos relacionados a contingencias laborales y pretender acuerdos indemnizatorios extrajudiciales inválidos, desvalorizados y fuera de la esfera de control de quien, efectivamente, adquiere el papel de contralor, que no es otro sujeto que el Juez.

Resultan destacables y altamente recomendables los fundamentos esgrimidos por la Sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, en autos: “HERRERA CARLOS RUBÉN C/ INTERACCIÓN ART S.A. S/ ACCIDENTE – LEY ESPECIAL” (35811/2017), en su sentencia de fecha 10/10/2017. Si bien se trata de un fallo extenso, entiendo necesario la transcripción de ciertas citas puntuales, que hacen al argumento exquisito impregnado por los Camaristas, en razón a la inconstitucionalidad de los arts. 1, 2, 3, 14, 15 y cctes. de la Ley 27.348. Es así que los mencionados juristas exponen: 

“...Es decir, no se puede alterar por vía de interpretación, ni la jerarquía, ni el contenido de las normas sustantivas. Como tampoco puede afectárselas en ninguno de ambos sentidos, mediante la creación de norma adjetiva (leyes, decretos, reglamentos, etc.). De allí que, toda norma de forma o adjetiva debe reglamentar los derechos constitucionales sustantivos según, la jerarquía que el propio sistema ha establecido a través de los principios normativos. Esto mismo sucede con las normas de forma de rango constitucional -vgr. la división de poderes, la forma de gobierno, etc.- que son, precisamente, la “reglamentación” con la que el constituyente procura preservar el paquete de normas sustantivas. En nuestros días, y desde 1.994 el paradigma vigente es el de los Derechos Humanos Fundamentales, el que nos obliga a jerarquizar los derechos en el juego entablado entre tres principios centrales: 1) El del debido proceso, que implica la existencia de un juez natural, 2) el pro homine y su necesaria consecuencia, 3) el principio de progresividad.... 

...Entonces, como premisa básica las normas adjetivas no pueden contradecir la finalidad del paradigma constitucional vigente, de lo contrario, el remedio será la inconstitucionalidad de su regulación.... 

...¿cuál es la consecuencia de ser judicialistas? Que el modelo argentino “prohíbe en todos los casos al Poder Ejecutivo ejercer funciones judiciales (...)”, y que excepcionalmente, podría atribuírseles jurisdicción a Tribunales Administrativo. En otras palabras, que el Poder Ejecutivo tome el lugar del Poder Judicial.... 

...Al respecto, la CSJN afirmó que: “no cualquier controversia puede ser válidamente deferida al conocimiento de órganos administrativos con la mera condición de que sus decisiones queden sujetas a un ulterior control judicial suficiente. Los motivos tenidos en cuenta por el legislador para sustraer la materia de que se trate de la jurisdicción de los jueces ordinarios deben estar razonablemente justificados pues, de lo contrario, la jurisdicción administrativa así creada carecería de sustento constitucional, e importaría un avance indebido sobre las atribuciones que el art. 116 de la Constitución Nacional define como propias y exclusivas del Poder Judicial de la Nación. Admitir que el Congreso pudiera delegar en los órganos de la administración facultades judiciales sin limitación material de ninguna especie sería tan impensable como permitir que el legislador delegara la sustancia de sus propias funciones legislativas, lo cual está expresamente vedado en el art. 76 de la Constitución Nacional, con salvedades expresas (...)” (Considerando 14 del fallo “Ángel Estrada”). Es por ello, que de manera contundente afirma que para dirimir los recursos ordinarios, como el reclamo de daños y perjuicios con sustento en el derecho común, corresponde que sean dilucidados en la justicia ordinaria. Es más, concluye que “definir el contenido concreto de la prestación y el estándar de diligencia exigible a la empresa –en el caso la distribuidora en la prestación del servicio- (...) aunque involucren aspectos técnicos, son insuficientes para atribuir jurisdicción al ente regulador, toda vez que nada obsta a que los jueces ordinarios le requieran toda la información relevante para determinar la existencia de la mora y la imputabilidad del incumplimiento.”....

...Esclarecido esto, es bueno recordar ya en nuestro derecho interno las palabras del administrativista Roberto Enrique Luqui cuando, aún antes de “Ángel Estrada”, resaltaba la importancia de la materia sobre la cual se regulaba la delegación, sosteniendo que: “distinguir la materia objeto de la competencia, constituye el elemento fundamental para admitir o no la constitucionalidad de dichos tribunales en nuestro sistema jurídico político (...). Una cosa es que la Administración Pública controle la legalidad de los actos dictados por los órganos inferiores al Poder Ejecutivo y trate al mismo tiempo de “juridizar” el procedimiento, y otra muy distinta que resuelva conflictos intersubjetivos sobre materias del derecho común, por más que contra sus decisiones se pueda recurrir ante los tribunales judiciales. Lo primero puede ser constitucional, lo segundo nunca”....

...En efecto, la distinción de la materia nos lleva a la jerarquía. Justamente, no todo es igual, no todo derecho puede ser debatido en el ámbito administrativo reemplazando sin más la justicia ordinaria, puesto que es una vulneración a los cimientos institucionales de nuestro país, fundados en la división de poderes -o de funciones-, con celosos mecanismos de control cruzado entre ellos. Sin duda que, por la posición predominante que ocupa la protección de los trabajadores en el orden de prelación normativa 28, por ser un sujeto de preferente tutela, protegido por el artículo 14bis y el 75 inc. 22 (primero en el marco del constitucionalismo social –1957-, y luego por el constitucionalismo de los Derechos Humanos Fundamentales -1994-), y por su materia, la resolución de sus conflictos no podría ser competencia de tribunales administrativos, y mucho menos de carácter obligatorio....

...Para Cassagne a partir del mismo “la Corte ha (...) profundizando la interpretación del principio de separación de poderes, el carácter judicialista de la Constitución y su armonía con la garantía de la defensa en juicio de las personas y sus derechos (art. 18 CN) (...). La arquitectura de toda la construcción jurídica que desenvuelve el Alto Tribunal en este caso descansa sobre la interpretación constitucional del principio judicialista, en el marco de la doctrina de separación de los poderes. Y dado que se ha puesto especial énfasis en la prohibición del ejercicio de funciones judiciales por parte del Ejecutivo prescripta en el art. 109 CN (sin correspondencia alguna con la Constitución norteamericana) con expresa mención de sus antecedentes históricos (...)”. Asimismo, afirma que “(...) el derecho administrativo, no obstante constituir –como modernamente se sostiene– el derecho común de las Administraciones Públicas, cede su lugar (derecho sustantivo y jurisdicción especial) al derecho privado, cuya jurisdicción general es la ordinaria (civil o comercial) cuando se trata de litigios entre particulares extraños a la especialidad de los marcos regulatorios. Esta interpretación, verdadera construcción jurídica, permite cumplir con el principio de separación de poderes que surge de nuestra versión constitucional (fundamentalmente arts. 109, 18 y 116 CN). Tampoco se puede dudar acerca de que en la función de enhebrar los principios con la realidad, este fallo (y la historia probablemente así lo registre) traduce una construcción coherente que garantiza la tutela judicial efectiva tanto de los derechos de los usuarios como de los concesionarios y/o licenciatarios.(...)”....

...De tal suerte, mientras el juez ordinario en su liminar compromiso con la Constitución Nacional la que ha jurado defender, debe mirar y guiar el proceso imbuido de los principios de la especialidad, por imperio de la nueva ley, serán todos ellos sacrificados en manos de una Comisión Médica, cuya especialidad no tiene porqué ser provista por fuera de un proceso regular en la justicia, como lo prevé la CN. Media con esta nueva ley un desplazamiento del derecho de fondo constitucional (juez natural art. 18 CN y artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos), por una norma de forma, de niveles inferiores, es decir la ley 27.348....

...Prima facie, y en atención a lo ya manifestado, estaría en condiciones de advertir que el procedimiento administrativo obligatorio ante las Comisiones Médicas es un intento de tornar el sistema judicialista en uno de agencias, vulnerando el principio de división de poderes y, solo se estaría protegiendo a la parte más fuerte del vínculo entre privados, evadiendo la jerarquía sostenida por el Paradigma Normativo de los Derechos Humanos Fundamentales. (Ver título preliminar del CCCN, en particular artículo 11). Efectivamente, reflexiono a partir de las reseñas del jurista Luqui, que el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial, en la distribución de poderes son pares, mientras que las CCMM a su vez, son órganos inferiores al Poder Ejecutivo. Sin embargo, el modelo diseñado las pone a la par del Poder Judicial, intentando “juridizar” el procedimiento. Así, como lo he referido en el punto VII, el artículo 109 de la CN establece que: “En ningún caso el presidente de la Nación puede ejercer funciones judiciales, arrogarse el conocimiento de causas pendientes o restablecer las fenecidas”. En función de esto la CSJN consideró que la atribución de funciones jurisdiccionales a entes administrativos –como son los entes reguladores– para dirimir controversias de naturaleza patrimonial entre particulares implica un doble quebrantamiento constitucional, ya que si, por una parte, produce la transgresión del principio que prohíbe al Poder Ejecutivo (y, por ende, a los órganos administrativos) el ejercicio de funciones judiciales (art. 109 CN), por la otra transgrede abiertamente la garantía de la defensa en juicio a la persona y sus derechos (art. 18 CN)....

...Ello significa que, el Congreso atribuyó jurisdicción ordinaria a un órgano administrativo, en una materia prohibida por los cimientos de nuestra forma de gobierno, y para más, con carácter “obligatorio”. Esto, no es ni más ni menos que una vulneración al acceso a la justicia –debido proceso–, y la garantía del juez natural que asegure “independencia e imparcialidad”. Lo que nos lleva, automáticamente al artículo 18 de nuestra Carta Magna: “Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa”. Justamente, la idea del “juez natural” remite a cuestiones de índole material y de fondo, no exclusivamente a la atribución de competencia, o de conocimiento de una causa a un tribunal que se hubiera constituido antes de los hechos del proceso, solo para evitar la existencia de tribunales especiales. En el sentido, el “juez natural” hace también, y específicamente en el ámbito laboral, a la existencia y conocimiento de jueces con formación específica de la normativa, de la realidad del mundo laboral, y de los principios básicos de la disciplina. Dentro de dichos principios, se encuentra aquel que refiere a una desigualdad de base que afecta a las relaciones laborales: el principio in dubio pro operario. Que es vital, no solo en la invocación de los derechos de fondo de los trabajadores, sino, aún más, en la cuestión adjetiva, especialmente en un proceso donde se reclame la efectividad de aquellos derechos (artículo 9 LCT). No obstante, obsérvese que la ley 27.348 establece de forma obligatoria una instancia previa ante las comisiones médicas, sustrayendo al trabajador de los jueces naturales de la causa, arrancándolo lisa y llanamente, de jueces abogados, para pasar a una esfera atendida por “jueces médicos”. Entonces, me pregunto, si esto podría sinceramente redundar en un beneficio para los trabajadores, siendo que además, quien “juzgue” no lo hará teniendo en cuenta la lógica de los principios del derecho del Trabajo. Entiendo que no. Precisamente, un proceso judicial laboral, necesita de un ojo especializado (que implica, liminarmente, un abogado que ha concursado para ser juez), que contemple la desigualdad en la que se encuentra el trabajador, que lo afecta antes, durante y después del juicio laboral, en todo sentido, debiendo, por ejemplo, valorar la aplicación de la carga dinámica de la prueba. Ergo, si esta desigualdad es olvidada muchas veces por el juez natural, mal podemos esperar que forme parte del juicio mental formulado en una Comisión Médica, limitada “supuestamente” a un juicio técnico, que implica además, relación causal . Establecido esto, no puede negarse que “la especialidad” requerida es la del juez laboral. Además, el ejercicio de la jurisdicción debe procurar asegurar la independencia e imparcialidad. En este caso, considero que tampoco se cumple con ninguno de los extremos. En diversas problemáticas de interpretación jurídica, considero central seguir el camino que recorre el dinero para establecer ciertos vínculos. En este caso encuentro que la dependencia del órgano administrativo con una de las partes de la controversia es total y, tiñe de parcialidad la decisión de los “jueces médicos”. Veamos el origen de la Comisiones Médicas. La Ley 24557 establece en el artículo 21 que: “1. Las comisiones médicas y la Comisión Médica Central creadas por la ley 24.241 (artículo 51)”. A su vez el artículo 51 de la Ley 24241, establecía: “Comisiones médicas. Integración y financiamiento: Las comisiones médicas y la Comisión Médica Central estarán integradas por cinco (5) médicos que serán designados: tres (3) por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones y dos (2) por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, los que serán seleccionados por concurso público de oposición y antecedentes. Contarán con la colaboración de personal profesional, técnico y administrativo. Los gastos que demande el funcionamiento de las comisiones serán financiados por las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones y las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo, en el porcentaje que fije la reglamentación”. Luego, realizada la unificación del sistema previsional se determinó en el artículo 15, Ley 26425: “El personal médico, técnico, auxiliar y administrativo que se desempeñe ante las comisiones médicas y la Comisión Médica Central creadas por el artículo 51 de la Ley 24.241 y sus modificatorias será transferido a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, en la proporción y oportunidad que sea necesario para su funcionamiento, conforme lo determine el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. A los efectos relativos a la antigüedad en el empleo del personal que sea transferido, se considerará como tiempo de servicio el efectivamente trabajado desde el comienzo de la vinculación con el organismo cedente. Asimismo, deberán transferirse los bienes inmuebles, muebles y equipamiento técnico necesarios para el adecuado funcionamiento de las comisiones médicas. Los gastos que demanden las comisiones médicas y la Comisión Médica Central serán financiados por la Administración Nacional de la Seguridad Social y las aseguradoras de riesgos del trabajo, en la forma y proporciones establecidas en la reglamentación”. A su vez, la Superintendencia de Riesgos del Trabajo artículo 35 de la Ley 24557, establece: “Créase la Superintendencia de Riesgos de Trabajo (SRT), como entidad autárquica en jurisdicción del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación. La SRT absorberá las funciones y atribuciones que actualmente desempeña la Dirección Nacional de Salud y Seguridad en el Trabajo”. Estableciendo que los “1. Los gastos de funcionamiento de los entes de supervisión se atenderán con la tasa prevista en la ley 20.091 (artículo 81), aplicada sobre las cuotas mensuales que el empleador paga a las ART”. En definitiva, las ART y el ANSES, son los únicos que financian el funcionamiento del procedimiento administrativo de las comisiones médicas en proporción de las alícuotas de los empleadores, así como el sostenimiento de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. Esto es, en el caso, quien financia es parte del conflicto, lo cual genera dudosa imparcialidad, pareciéndose estructuralmente a una tercerización de la justicia, en materia de reparación sistémica....

...Encuentro, de tal suerte, inconstitucional el procedimiento administrativo obligatorio ante las CCMM, instituido en los artículos 1, 2, 3, 14 y 15, y cctes. de la Ley 27.348, por considerarlos violatorios de los artículos 18, 29, 109, 116, y por el 75 inc 22 - Principio de Progresividad incorporado constitucionalmente, en los incisos 19, 23 y 22 del artículo 75; en el P.I.D.E.S.C. -arts. 5.2 y 2.1-; en la Convención Americana sobre Derechos Humanos -art. 26-; y el Protocolo de San Salvador Adicional a la Convención Americana -art. 1º- y, garantías judiciales de los arts. 8 y 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 2.3 del PIDESC, arts. 26 y 27 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y art. 8.1de la Convención Americana de Derechos Humanos- de la CN....

Queda acreditado con el precedente reseñado y transcripto que el pensamiento jurisprudencial poco ha cambiado de una década a la otra y que sus fundamentos continúan por los mismos lineamientos que en el pasado reciente. La discusión incrementa su volumen y paralelamente su rechazo cuando el Poder Ejecutivo y Legislativo pretenden otorgarle el carácter de obligatorias y excluyentes a las Comisiones Médicas Jurisdiccionales, desechando el análisis que el Poder restante venía efectuando con la versión anterior de los mentados entes administrativos.

Agregando ciertos condimentos que mal entonan la cuestión planteada, el Poder Ejecutivo delegó sus facultades a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo para que arbitre los reglamentos que regirán la práctica de la instancia administrativa previa, así se dispuso el lanzamiento de la Resolución 298/2017 que determina los procedimientos básicos y otro sin fin de disposiciones/resoluciones que puntualizan sobre temas más específicos. De tal manera el Poder Ejecutivo le otorgó a la SRT investiduras legislativas, vulnerando principios constitucionales, ya que no disponen a través de sus enmiendas simples formas o tipos de actuación, sino que adquieren una relevancia mayor hasta el punto de reglamentar los medios probatorios que serán válidos y sus limitaciones posteriores, plazos perentorios de efectivo cumplimiento, entre otros.

Otro de los argumentos que imploran su declaración de inconstitucionalidad se encuentra inmerso en el artículo 3 que establece la creación de un servicio de homologación dentro de la esfera de las comisiones médicas jurisdiccionales. El anexo 1 adjuntado a dicha ley reglamenta el sistema procedimental a emplearse para homologar dichos acuerdos celebrados en el citado ámbito administrativo. Como se podrá apreciar, ni en uno ni en el otro se manifiesta la obligatoriedad por parte de las comisiones médicas ni de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo de que dicha homologación sea realizada por ante Juez Laboral, siendo que este resulta ser el único habilitado para homologar acuerdos realizados entre el trabajador y su empleador o entre el primero y la ART, tal como innumerable doctrina y jurisprudencia laboral así lo manifiestan.

Asimismo, el Art. 4 del Anexo 1 de la citada ley prevé que dicha homologación realizada en el ámbito administrativo, en donde únicamente intervienen la autoridad de la comisión médica, la autoridad de la superintendencia de riesgos del trabajo, el abogado de la ART y el abogado del trabajador, una vez firmada adquiera calidad de cosa juzgada administrativa, vulnerándose así derechos internacionalmente consagrados por la OIT. Es que si los actos realizados en dicha sede tuviesen el alcance que dicha ley pretende darle, el trabajador podría estar firmando un acuerdo homologable administrativamente en el cual se le estén disminuyendo derechos indemnizatorios, en donde la ART, con el aval de las comisiones médicas y la SRT, podrían reconocerle una serie de derechos pero escondiéndole ciertos otros, debiendo el trabajador apelar a la buena fe de su letrado para comprender lo que estaría validando. Por ello, resulta imprescindible que la homologación de cualquier acuerdo que encuadre derechos de un trabajador sea realizada por una autoridad con conocimiento del derecho laboral y que la propia Constitución Nacional y otra serie de leyes anexas le haya otorgado esa facultad y que sea en el propio escenario judicial donde se evalúe que dicho acuerdo sea correcto o no siempre en favor del trabajador.

Por último, con respecto a la inconstitucionalidad del art. 14 de la Ley 27.348, debo remitirme a los fundamentos utilizados para declarar la inconstitucionalidad del art. 1 y 2 de la misma norma, ello ya que más allá de sustituir el art. 46 de la Ley 24.557, regula prácticamente lo mismo que el último acápite señalado.

En cuanto al art. 15 de la Ley 27.348, a pesar de sustituir el art. 4 de la Ley 26.773 que también se tildará de inconstitucional más adelante, su declaración como tal encuentra fundamento en las exposiciones vertidas en la totalidad del punto aquí debatido, ya que exige, entre otras cosas, el agotamiento de la vía administrativa, situación que fuere rechazada y tildada de inconstitucional por ésta parte cuanto se cuestionaron los arts. 1 a 3 de la Ley 27.348.

Bajo los argumentos citados, es que solicito se proceda a declararse la inconstitucionalidad de los artículos reseñados y se habilite la expedita y directa acción judicial, declarándose V.S. competente en las presentes actuaciones”.

XIV. DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ART. 46 LEY 24.557 EN CUANTO A LA INTERVENCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL, DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ART. 21 Y 22 LEY 24.557, EN LO REFERIDO A LA VALIDEZ DE LAS COMISIONES MÉDICAS

Plantear la inconstitucionalidad del art. 46 de la Ley 24.557 parecería, en la actualidad, hasta absurdo, atento a que la nueva Ley 27.348 modificó el criterio allí contenido, cuando su art. 14 sustituyó el inciso 1º del acápite citado en un comienzo. Tal sustitución trajo inmersa la participación de la Justicia ordinaria del fuero laboral, excluyendo así a la Justicia Federal, luego de que la jurisprudencia y doctrina mayoritariamente plantearon su inconstitucionalidad.

Claro es, que manteniendo el criterio planteada en el punto anterior y en los comienzos del presente escrito, no se puede pretender ni intentar plantear la retroactividad de la norma cuando se viene exponiendo y solicitando su irretroactividad. Es, por ello, que se considera prudente continuar con el abordaje de tal teoría y así interpretar que, al momento en que se ocasionó el accidente, no se encontraba sustituido el artículo discutido y así mantenernos en la postura de su declaración de inconstitucionalidad. 

Que atento a lo expuesto, vengo a solicitar se declare la inconstitucionalidad del art. 46 de la Ley 24.557, en razón de que el citado exige al trabajador entablar la acción judicial ante la Justicia Federal.

Una de las notas distintivas del sistema interpuesto a través de dichos artículos fue la de configurar un procedimiento con la imposibilidad de las víctimas de poder acceder en forma directa y oportuna ante el Juez natural, convirtiéndose esta premisa en otro de los instrumentos operativos implementados para reducir costos de los obligados del sistema (aseguradora), pero afectando los derechos constitucionales de los damnificados.

Desde los primero fallos que se dictaron en el ámbito de las provincias sobre la competencia judicial, se notó una tendencia firme que indica que, mientras la Justicia Federal se declaraba incompetente para actuar en las causas derivadas de la LRT, los jueces del trabajo provinciales declaraban la inconstitucionalidad del artículo 46 de la LRT y habilitaban su competencia.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación ratificó dicho criterio y declaró la inconstitucionalidad del artículo 46, inciso primero de la LRT, señalando que la citada norma impide, sin fundamento constitucional, que la Justicia Nacional del trabajo cumpla la función que le es propia, transfiriéndola, indebidamente, al juez federal.

También, se puso de relieve que el conflicto de accidentes del trabajo es de derecho común y entre particulares, ya que los actores son sujetos de derecho privado.

Se sostiene que dicho pronunciamiento del Supremo Tribunal de la Nación determina que, en adelante, las víctimas laborales podrán recurrir directamente ante el juez del trabajo de cada provincia, acumulativamente a aquellas providencias del derecho civil, conforme la doctrina sentada en el caso “Aquino”.

Atento lo expuesto, es que esta parte solicita se declare inconstitucional la aplicación del art. 46 de la Ley 24.557.

Por su parte, viene esta parte a solicitar se declare la inconstitucionalidad de los arts. 21 y 22 de la Ley 24.557 que establecen la intervención de las comisiones médicas en el ámbito de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo; ello, atento a que su aplicación exige al trabajador el agotamiento de una vía administrativa para luego, ante negativa o desacuerdo, entablar la vía judicial. 

El plateo se expone fundado en lo siguiente:

a) La LRT inviste a los profesionales del arte de curar de facultades jurisdiccionales exorbitantes, destinándoselos indebidamente a resolver conflictos jurídicos ajenos a sus incumbencias específicas y lesionando el principio de acceso a la justicia y la garantía del debido proceso.

b) Se infringe el art. 109 de la Constitución Nacional, al otorgar potestades jurisdiccionales a órganos administrativos federales designados por el PEN, con exclusión de los jueces naturales del trabajo de cada provincia (art. 5º, inc. 2º; art. 21, inc. 2º y art. 46 de la Ley 24.557).

c) El procedimiento allí dispuesto adolece de garantías para el trabajador, ya que los médicos carecen de aptitud para resolver las relaciones de causalidad entre daño y actividad laboral o accidente in itinere, que es una función jurisdiccional excluyente. Esta falta de seguridad se ve acrecentada, por cuanto el damnificado tiene un recurso de apelación limitado, no pudiendo agregar prueba que no haya ofrecido inicialmente; ello, ya que no se brinda la posibilidad en el propio ordenamiento, tratándose, en dichos casos, de un formulario que debe completar el trabajador sin requerir patrocinio jurídico.

d) La víctima laboral que debe enfrentarse a estructuras complejas, como las ART y las comisiones médicas, carece de asesoramiento letrado frente a un procedimiento técnico complejo, lo que afecta su derecho de defensa en juicio.

Tanto para el punto c) como para el d) se debe tener en cuenta que las resoluciones vigentes al momento de ocurrido el infortunio, que tratan el procedimiento administrativo, no contaban con la exigencia de un asesoramiento jurídico como sí lo prevé la nueva resolución 298/2017; ello, independientemente de las irregularidades que tal normativa comprende en relación a la citada temática.

e) Los médicos integrantes de las comisiones médicas dependen del PEN y tienen una relación de empleo privada con la SRT. Esta falta de estabilidad del empleo público conspira contra su independencia de criterio; ya que podrían ver peligrar su fuente de trabajo en el supuesto de que resuelvan cada conflicto en favor del trabajador, argumentando sus empleadores el desfinanciamiento del sistema y así la imposibilidad de continuar otorgando tareas.

f) El art. 51 de la Ley 24.241, modificado por el art. 50 de la LRT establece, palabras más, palabras menos, que los médicos que deciden los diferendos entre los trabajadores y las ART son retribuidos por los fondos que aportan estas últimas, lo que, objetivamente, también conspira contra su imparcialidad; ello, íntegramente vinculado con los argumentos ya esgrimidos en el punto previo.

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires existen dos preceptos jurisprudenciales aplicables al caso, son los fallos “Venialgo” y “Marchetti”. La doctrina sentada en ambos es coherente con el criterio ya expuesto por la Corte Suprema en el caso “Castillo”, en el sentido de que, siendo la materia de accidentes del trabajo de derecho común e interviniendo en la misma sujetos del derecho privado, no se justifica la federalización del procedimiento ni, por lo tanto, la intervención de organismos federales administrativos como las comisiones médicas ni la Justicia Federal de la Seguridad Social, sino que corresponde intervenir a la Justicia Nacional del Trabajo.

Independientemente de la irretroactividad tantas veces citada, parecería que hoy en día el aparato gubernamental y legislativo intentará reivindicar la figura de un ente dictado en innumerable cantidad de oportunidades como inconstitucional, buscándole la vuelta a los efectos de que tales comisiones recuperen la calidad que ostentaban. Es evidente que, tanto aquellas comisiones como las nuevas, adquieren un mismo significado y objetivo, limitar la judicialización de los reclamos relacionados a contingencias laborales y pretender acuerdos indemnizatorios extrajudiciales inválidos y fuera de la esfera de control de quién efectivamente adquiere el papel de contralor, que no es otro sujeto que el Juez.

XV. INCONSTITUCIONALIDAD DEL ART. 6, INCISO SEGUNDO, LRT

Se solicita a V.S. que declare la inconstitucionalidad del art. 6, inc. 2 de la Ley 24.557.

En el presente reclamo, veremos que, más allá de los propios daños físicos efectivamente padecidos por el actor, encontramos que estos no se refieren, únicamente, a la lesión material, sino, también, a un conjunto formado por esta y todos los factores que influyeron para que aquella se concretase; así hallamos a los factores de ponderación, los factores concausales y las patologías no tabuladas.

Esa concepción o unión que, en su conjunto, forman el “daño físico”, no se encuentra comprendida por el artículo cuestionado, lo que determina que, haciendo caso estricto a su texto, la incapacidad que efectivamente padece el trabajador no sea valorada. 

Si se analizan los daños sufridos por el trabajador, que fueron reconocidos como infortunios laborales por parte de la ART demandada, seguramente, se apreciará que algunos de ellos no encuentran reconocimiento en el artículo tachado de inconstitucional. Es, entonces, así que ni el desprendimiento de uña ni el corte denunciado hallan cabida dentro de la normativa cuestionada, provocando ello un detrimento que no debe ser desentendido por V.S.

Privar al trabajador de las incapacidades adquiridas producto del accidente ocurrido es, por lo menos, alejado de los principios y garantías que pregona la Constitución de la Nación Argentina.

Ante la desprotección y lo incompleto de la norma que se remite a los listados exclusivos emitidos por el Poder Ejecutivo Nacional, no cubriendo con incontable cantidad de infortunios donde los aquí citados resultan ser solo algunos, se solicita su declaración de inconstitucionalidad.

El art. 6 cuestionado en toda su contextura nominal, tal como ya ha sido señalado, se remite, a los efectos de señalar qué situaciones serán alcanzadas para el dictado de incapacidad, a un listado dolosamente estricto, que, como se ha mencionado, deja afuera un sinfín de padecimientos que podrían considerarse parte de la cobertura del sistema empleado si se lograra probar que ocurrieron por el hecho o en ocasión del trabajo. 

Se sustenta dicha petición en la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires que dispuso la inconstitucionalidad de esta norma. (SCJBA, 17/12/2008, “B., C. A. c/ Dupónt Argentina S.A s/ Daños y Perjuicios). Entre otros fundamentos, en el voto de la Dra. Kogan, se señala que: “Lo cuestionable, al cabo, en la disposición del art. 6.2 de la Ley de Riesgo del Trabajo es el carácter no sólo peyorativo, sino también excluyente establecido por el régimen en examen, bajo el cual se produjeron los hechos generadores de responsabilidad de la demandada, en confronte con el núcleo básico de garantías constitucionales mínimas y no con la reparación o tratamiento establecido por una ley anterior... La inconstitucionalidad de una norma como la examinada deriva entonces, fundamentalmente, de provocar una restricción irrazonable de las garantías y derechos consagrados por la Constitución Nacional, provocando un resultado peyorativo que se materializa en el caso mediante la consagración del más absoluto desamparo y el desprecio de una realidad imperativamente colocada como especial objeto de la tutela, al privar al trabajador víctima de dolencias incapacitantes que se comprueban como derivadas del trabajo, del resarcimiento que le es debido en flagrante apartamiento de los principios fundamentales señalados a lo largo del presente, inobservancia que por otra parte reconoce enfatizando la iniquidad que encierra un fundamento meramente voluntarista y de neto y exclusivo corte economicista... Es que frente al detrimento indebido verificado en autos a la capacidad laborativa del trabajador configurativa de su patrimonio una exclusión como la contenida en el art. 6.2 de la ley 24.557, colisiona con el principio de no dañar a otro contenido en el art. 19 de la Constitución Nacional, lo que deriva entonces en la inconstitucionalidad del referido precepto legal, al provocar una restricción irrazonable de los derechos y garantías consagrados en la Carta Magna Nacional y en Pactos Internacionales...Por ello...corresponde incorporar el daño padecido por el reclamante en el marco tutelar de la ley 24.557”.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación también ha cuestionado el carácter cerrado del listado provisto por el Poder Ejecutivo Nacional. Es así que en autos “SILVA, FACUNDO JESÚS C/ UNILEVER S/ ACCIDENTE” del 28/12/2007 dispuso: “... si una enfermedad está vinculada causalmente a un hecho antijurídico, la acción procede con independencia del listado que prevea la Ley de Riesgos del Trabajo...”.

Por su parte, dicho artículo se contrapone con lo planteado en el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, que en su art. 1743 dispone: “Son inválidas las cláusulas que eximen o limitan la obligación de indemnizar cuando afectan derechos indisponibles, atentan contra la buena fe, las buenas costumbres o leyes imperativas, o son abusivas. Son también inválidas si liberan anticipadamente, en forma total o parcial, del daño sufrido por dolo del deudor o de las personas por las cuales debe responder”.

Es menester destacar que no debe ni puede permitirse que un decreto de la década de 1990, pocas veces ampliado durante el transcurso de 21 años, determine qué sufrimientos serán reconocidos como contingencias, más aún, cuando las formas de realizar las tareas laborales y la tecnología han provocado cambios abruptos en las relaciones de trabajo.

Desde un paradigma totalmente crítico y amplio, no corresponde que se ponga en discusión qué tipo de daños serán considerados como contingencias, cuando la realidad debería marcar que cualquier tipo de sufrimiento que se provoque en un ámbito laboral correspondería ser encuadrado como un infortunio de trabajo e indemnizable en la medida de la gravedad del padecimiento.

Lo cierto, también, es que, si el trabajador no hubiera puesto su fuerza de trabajo a disposición de su empleador, es altamente probable que el daño no se hubiera ocasionado; por ello, todo padecimiento ocurrido dentro del vínculo laboral, sin importar su tipo y calidad, debe ser reconocido como incapacidad y corresponderle una indemnización acorde al mismo.

XVI. INCONSTITUCIONALIDAD DEL ART. 4 Y 17, INCISO SEGUNDO, DE LA LEY 26.773

Por su parte, también, se solicita se proceda a la declaración de inconstitucionalidad del art. 17, inc. 2º de la Ley 26.773. El artículo en cuestión trae aparejada lo planteado por el art. 4 de la citada normativa. Como se podrá apreciar, el art. 4 de la Ley 26.773 establece, en su último párrafo, lo siguiente: “...En los supuestos de acciones judiciales iniciadas por la vía del derecho civil se aplicará la legislación de fondo, de forma y los principios correspondientes al derecho civil”.

El art. 17, inc. 2º, de la Ley 26.773 atrae la situación planteada por el art. 4 y determina inconstitucionalmente lo siguiente: “...2. A los efectos de las acciones judiciales previstas en el artículo 4° último párrafo de la presente ley, será competente en la Capital Federal la Justicia Nacional en lo Civil....”. Lo expuesto resulta ser, claramente, violatorio de la Constitución Nacional en dos de sus artículos, tal como lo ha dispuesto la Sala VII de la Cámara Nacional del Trabajo en autos “A., M. E. c/ Asociación Civil Mutualista Centro Naval y otro s/accidente-acción civil”- CNTRAB – SALA VII – 09/03/2.015 (elDial.com–AA8DAC), cuando establece: “... Esa decisión legislativa, que ahora se reitera en el Art. 17, inc. 2º de la Ley 26.773, resulta entonces violatoria del Art. 16 de la Constitución Nacional, en tanto priva al trabajador de una opción de competencia de la que sí pueden gozar el resto de los sujetos involucrados en la LRT...La imposición en este caso, de la Justicia Nacional en lo Civil que dispone el Art. 17, inc. 2º Ley 26.773, resulta violatorio del principio protectorio garantizado por el Art. 14 bis de la Constitución Nacional. Corresponde sumar la importancia de una Justicia Especializada en relaciones en las que rige el orden público laboral, que cuenta con Magistrados formados en los principios del derecho del trabajo y en la diversidad estatutarias y de convenios colectivos vigentes, y con las leyes procesales que receptan los requerimientos del principio protectorio...”.

El planteo no resulta ser caprichoso ni busca desalentar la aplicación normativa, simplemente, se expone ante el supuesto de que el Juez interviniente en el presente proceso entienda erróneamente que la fundamentación de la responsabilidad de la ART y el reclamo indemnizatorio de ciertos daños que exceden lo físico sea, únicamente, amparado por el Código Civil y Comercial de la Nación y no se aprecie la coyuntura general del presente escrito, que en su totalidad mantiene un criterio argumentador propicio de la Ley de Riesgos del Trabajo, salvo cuando amplia la responsabilidad de la demandada con argumentos que se desprenden del propio Código señalado. El texto contenido en el presente documento debe ser analizado en su orden establecido y con un criterio generalmente abarcativo, comprendiéndose que las normas especiales encuentran ciertas cuestiones que no son abordadas en ellas, pero sí dentro de normas generales y que requieren su atracción al simple efecto de aclarar variados argumentos utilizados.

Es la propia CSJN, la que, a través del fallo “Aquino”, expuso que resultaba inconstitucional una indemnización que no fuera justa, puesto que indemnizar es eximir de todo daño y perjuicio mediante un cabal resarcimiento.

Por su parte y para finalizar, como bien lo ha expuesto la jurisprudencia, quitar el reclamo legítimo del trabajador de su Juez natural genera, desde ya, su amplía consignación como inconstitucional. Un magistrado con competencia en cuanto a la materia del fuero civil poco conoce del tratamiento y contenido de la LRT y sus complementarias, lo que provoca su imposible aplicabilidad en el proceso judicial. Es claro que desconocer el procedimiento y las normativas que regulan el ejercicio, más aun sabiendo y conociendo la complejidad que ello acarrea por la cantidad de regulaciones que contiene la asignatura, podría, no solo perjudicar el normal desenvolvimiento de la contienda judicial, sino, también, provocar la emisión de una sentencia poco fundada y completamente desvirtuada, a ello, sumada la posibilidad de la aplicación de una indemnización poco acorde con la realidad de los hechos y lo previsto por la normativa, quizá, supliendo la misma con el uso de fórmulas matemáticas que ya fueron cuestionadas en el precedente “Arostegui”.

De más está decir, que el Juez laboral se encuentra ampliamente calificado para abordar el tratamiento de varios reclamos simultáneos, pudiendo elaborar con su sabio entender, razonamiento y experiencia un criterio que sea benefactor para el propio trabajador, evitando, de tal modo, que el actor deba deambular en reclamo de justicia por una doble vía: la laboral, para el reclamo del daño físico, y la civil, para el resto de los sufrimientos. V.S. debe considerar que hacer pasar al reclamante por diferentes acciones generaría un agravamiento de las condiciones cuando a ello se suma el padecimiento que hoy persigue al trabajador. 

XVII. LIQUIDACIÓN

Procedo, en el presente punto, a trasladar los reclamos indemnizatorios enmarcados y analizados anteriormente:

DAÑO FÍSICO: 

a) Art. 14, inc. 2 a): $1.033.249,16.

b) Art. 3 Ley 26.773: $206.649,83.

Total: $1.239.898,99.

DAÑO MORAL: $123.989,90. 

DAÑO PSICOLÓGICO: $123.989,90. 

LUCRO CESANTE Y PÉRDIDA DE CHANCE: $398.613,93.

TOTAL LIQUIDACIÓN: $ 1.886.492,72 + Intereses + Sanciones Conminatorias y Astreintes.

XVIII. APLICACIÓN DE ASTREINTES

Para el hipotético caso de que la ART incumpla con acuerdos celebrados durante la tramitación del proceso o con la sentencia condenatoria, se solicita la aplicación de sanciones conminatorias y astreintes, según lo dispuesto por el art. 132 bis. LCT, art. 37 del CPCCN y por el art. 804 del CCC.

XIX. APLICACIÓN DE LA TASA ACTIVA ART. 1, LEY 14.399 PARA EL CÁCULO DE LOS INTERESES
El art. 1748 del CCC dice: “El curso de los intereses comienza desde que se produce cada perjuicio”. Por su parte, el art. 2, tercer párrafo de la Ley 26.773, claramente, establece que los intereses comienzan a computarse desde que acaeció el evento dañoso.

Ante la innegable existencia de sentencia favorable para el trabajador, como así, también, pudiendo existir acuerdo entre las partes durante la tramitación del proceso, y de acuerdo a lo previsto por la Ley 14.399, es que, ante la posibilidad de futuros incumplimientos del demandado, solicito la aplicación de la Tasa Activa establecida por el art. 1 de la citada normativa.

Artículo 1º - Modifícase el artículo 48 de la Ley N° 11.653, el que quedará redactado de la siguiente forma: “Liquidación. Artículo 48 - Dictada la sentencia el Secretario del Tribunal practicará liquidación de capital, intereses y costas, notificando a las partes en la forma ordenada en el artículo 16, bajo apercibimiento de tenerla por consentida si dentro del quinto día no se formularen observaciones, cuyo trámite no interrumpirá el plazo para deducir los recursos correspondientes. Al monto total por el que se condene a la demandada se deberá adicionar los intereses devengados desde la fecha de su exigibilidad y hasta el efectivo pago, según el cálculo de intereses “al promedio de la Tasa Activa” que fija el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento”.

XX. APLICACIÓN SUBSIDIARIA DE LA TASA PASIVA “DIGITAL” PARA EL CÁLCULO DE LOS INTERESES. JURISPRUDENCIA APLICABLE
En el caso de que sea cuestionada la aplicación de la tasa expresada en el punto previo, se solicita que, subsidiariamente, se aplique la TASA PASIVA “DIGITAL”, utilizada en las operaciones de depósito a través del sistema Banca Internet Provincia, a treinta días, del Banco de la Provincia de Buenos Aires, avalada por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, de acuerdo al fallo que a continuación se cita: “ZOCARO, TOMÁS ALBERTO C/ PROVINCIA A.R.T. S.A. Y OTRO/A S/ DAÑOS Y PERJUICIOS”. //Plata, 11 de Marzo de 2015. AUTOS Y VISTOS: Los señores Jueces doctores Soria, Genoud, Kogan y Pettigiani dijeron:... 3. Conforme se desprende de lo reseñado, en el pronunciamiento atacado el juzgador de origen dispuso la aplicación de la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en las operaciones de depósito a treinta días través del sistema Banca Internet Provincia, esto es, la tasa pasiva en la indicada variante denominada “digital”. Desde esta perspectiva, no se verifica configurado el presupuesto de excepción para habilitar la instancia extraordinaria, desde que el interesado no demuestra vulnerada la doctrina legal de esta Corte -que cita- elaborada en torno a la tasa de interés, pues precisamente en ella se ampara el fallo de origen. 4. Sin perjuicio de ello, en atención a la crítica que porta el recurso, se advierte -en rigor- que el impugnante se disconforma con la decisión en su expresión cuantitativa, agraviándose de la aplicación del aludido índice, sin -por lo demás- proponer cuál sería -a su criterio- el que considera correcto.... Por ello, atento que el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley no reúne los requisitos esenciales, sometiendo a conocimiento una cuestión insustancial o carente de trascendencia, se lo rechaza (art. 31 bis, ley 5827 y modif.), con costas (art. 289, C.P.C.C.). Regístrese, notifíquese y devuélvase. DANIEL FERNANDO SORIA, LUIS ESTEBAN GENOUD, HILDA KOGAN, EDUARDO JULIO PETTIGIANI, GUILLERMO LUIS COMADIRA Secretario Laboral. Suprema Corte de Justicia.

XXI. APLICACIÓN TASA DE INTERÉS CONFORME AL ACTA Nº 2658/17 DE LA CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES DEL TRABAJO
El 8 de noviembre de 2017, la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, mediante Acta N° 2658/17 resolvió modificar lo establecido por Acta CNAT Nº 2630 del 27/04/2016 y fijó la tasa nominal anual equivalente al 29,32%, la que rige desde que cada suma es debida respecto de las causas que se encuentran sin sentencia y con relación a los créditos del trabajador.

Por disposición del Poder Judicial de la Nación, a través de la Prosecretaría General CNAT, se modificó la expuesta tasa del 29,32%, sin dictarse una nueva acta, estableciéndose que del 05/12/2017 hasta el 07/05/2018 la citada se elevaría al 30,60% y a partir del 08/05/2018 se incrementa al 38,48%.
XXII. PRUEBA

Previo a la mención de la prueba, considero indispensable hacer mención del art. 1735 CCC que establece: “...el juez puede distribuir la carga de la prueba de la culpa o de haber actuado con la diligencia debida, ponderando cuál de las partes se halla en mejor situación para aportarla. Si el juez lo considera pertinente, durante el proceso debe comunicar a las partes que aplicará este criterio, de modo de permitir a los litigantes ofrecer y producir los elementos de convicción que hagan a su defensa”.

En este estado, acompaño la siguiente prueba que hace al derecho del actor:

A) DOCUMENTAL
Se tenga por tal la siguiente, cuya agregación desde ya se solicita, pidiendo SE RESERVEN ORIGINALES en la caja de seguridad del Tribunal, a cuyo efecto se acompañan copias.

a. Acta de cierre de etapa prejudicial obligatoria (SECLO).

b. Copia de alta médica expedida por la ART en fecha 21 de octubre de 2016.

c. Copia de alta médica expedida por la ART en fecha 07 de noviembre de 2016.

d. 2 constancias de servicio médico provistas por “...”.

e. Original de agenda de turnos expedida por “...”.

f. 2 copias de constancia de servicio de guardia otorgada por “...”.

g. Copia de receta médica.

h. 12 copias de recibos de haberes pertenecientes al año inmediatamente anterior a la primera manifestación invalidante.

i. Copia de historia laboral emitida por “ANSES”.

j. Escala salarial empleados del plástico.

k. Acta Poder N° ....

l. Fotocopia DNI del actor.

m. Bono fijo.

n. 
En este estado, ofrezco la siguiente prueba que hace a mi derecho:

B) CONFESIONAL
Se cite a la ART a absolver posiciones en la audiencia que a tal efecto se designe, a tenor del pliego de posiciones que se acompañará oportunamente. 

C) TESTIMONIAL

Sean citados a declarar los siguientes testigos, a tenor del interrogatorio que oportunamente de adjuntará:

1. Sr. ..., con domicilio en ... N° ... de ..., Provincia de Buenos Aires.

2. Sra. ..., con domicilio en ... N° ... de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

3. Sr. ..., con domicilio en ... N° ... de ..., Provincia de Buenos Aires.

4. Sr. ..., con domicilio en ... N° ... de ..., Provincia de Buenos Aires.

5. Sr. ..., con domicilio en ... N° ... de ..., Provincia de Buenos Aires.

D) DOCUMENTACIÓN EN PODER DE TERCEROS
En los términos del art. 389 CPCCN (art. 387 del CPCCBA), solicito a V.S. se intime y obligue a la empresa .... a exhibir la siguiente documentación: a exhibir original o copia certificada de recibos de haberes del trabajador desde octubre de 2015 a octubre 2016.

E) DOCUMENTACIÓN EN PODER DE LA DEMANDADA
En los términos del art. 388 CPCCN (art. 386 CPCCBA), solicito a V.S. que, en el plazo que disponga intime y obligue a la contraparte, bajo apercibimiento contenido en dicho acápite señalado, a presentar la siguiente documentación:

1. Legajo Médico, que incluye información sanitaria e historia clínica del Sr. ..., DNI: ... desde el momento del accidente denunciado en fecha 3 de octubre de 2016 hasta su alta médica definitiva con finalización de tratamiento.

2. Originales de alta médica definitiva y finalización de tratamiento del Sr. ..., DNI: ... emitidos en fecha 21 de octubre de 2016 y 7 de noviembre de 2016.

3. Radiografía realizadas al Sr. ..., DNI: ... y que deberían encontrarse conjunto al legajo médico que en el punto 1 ya se encuentra solicitado.

F) PERICIAL

Se designen:

1) CONTABLE

Se designe perito contador único de oficio a fin de que, examinando los libros y papeles de la demandada, tenga a bien informar sobre:

a. Informe el experto si la demandada ... celebró un contrato de seguro con la empresa ... y si la parte reclamante era beneficiaria de dicho seguro.

b. En caso de ser positiva su respuesta, determine la fecha, lugar y condiciones del contrato.

c. Practique el cálculo de lo que correspondería percibir al trabajador en los términos de la ley de riesgos del trabajo, conforme el porcentaje de incapacidad total que surge en el punto VII. DAÑO FÍSICO o, subsidiariamente, conforme lo que se establezca en la pericia médica a desarrollarse.

d. Teniendo como factores de cálculo el grado de incapacidad, la remuneración mensual bruta, por todo concepto, sin retenciones, que percibió la parte reclamante conforme la copia de historia laboral, que se acompaña conjuntamente con la presente, la categoría laboral en la que se encontraba inmerso de acuerdo a los recibos de haberes adjuntados y la categoría inmediatamente ascendente con el salario para ella correspondiente, según la copia de escala salarial que se incorpora como prueba, la edad que tenía el trabajador al momento del accidente y la edad para jubilarse, efectuar el cálculo sobre la pérdida de chance y el lucro cesante conforme los criterios empleados en el punto IX. LUCRO CESANTE Y PÉRDIDA DE CHANCE.

2) PERICIAL MÉDICA

Se designe perito médico legista, especialista en traumatología de manos, a fin de que, previo examen al trabajador y efectuando los estudios complementarios necesarios, para mejor ilustración de V.S., informe:

a. Si el reclamante padece daños, conforme lo manifestado en el punto VI. DE LAS LESIONES PADECIDAS Y SU DEBER DE RESARCIMIENTO.

b. Indique el grado de incapacidad laborativa por las afecciones manifestadas y constatadas e indique cuál es el tratamiento a realizarse.

c. Si, debido a las secuelas incapacitantes, el actor puede realizar las tareas demandantes que realizaba o cualquier otra actividad similar o que demande esfuerzo físico de su mano izquierda, conforme lo denunciado en los hechos de la demanda.

d. Determine el perito si el trabajador, en la actualidad, podría aprobar un examen médico preocupacional en caso de requerir un nuevo trabajo, teniendo presente el análisis exhaustivo que comúnmente se desarrolla en la zona afectada. Fundamente su respuesta.

e. Indique el especialista si el reclamante padece de otros daños no descriptos en la presente demanda en relación a la zona de estudio. En caso afirmativo, señale cuáles son, su implicancia, la relación con el accidente ocurrido, la problemática que conlleva, el tratamiento a seguir y la incapacidad padecida.

3) PERICIAL PSICOLÓGICA

Solicito se designe perito psicólogo único de oficio, para que examine el estado emocional y sentimental del actor luego de verse alterada su capacidad física y, por lo tanto, su imposibilidad de mantener un ritmo de vida y su satisfacción plena como lo venía realizando previo al accidente, como así, también, luego de no poder contar con el apoyo tanto médico como económico de la demandada para hacer frente al tratamiento a realizarse, considerándose que desde el momento del accidente hasta la actualidad no se ha podido subsanar dicho daño ante el abandono del accionado. Por su parte, asimismo, debe valorarse el daño mental provocado por la frustración de saber que, pudiendo haber progresado en su carrera laboral, dicha circunstancia relatada y denunciada evitó que ello sucediera.

Sin perjuicio de ello, determine el especialista la existencia de una alteración emocional como consecuencia del accidente padecido.

Por su parte, deberá evaluar si tal acontecimiento anteriormente descripto generó un daño que supuso una modificación o alteración a su personalidad, expresada a través de síntomas, inhibiciones, depresiones, etc., y si ha sufrido trastornos de su estructura psicológica, variaciones del humor y/o cualquier otro síntoma que pudiera referirse o determinarse que nació a partir del hecho dañoso generado ante la falta de responsabilidad de la demandada.

G) Reserva de Pericial Caligráfica, Scopométrica y Química
Para el caso de que el demandado o absolvente pretenda hacer valer recibos o documentos adulterados, material o ideológicamente, o utilizando firmas en blanco otorgadas por el trabajador (art. 60 L.C.T.), o desconozcan firmas o escrituras que se le atribuyen a ellos, sus representantes, dependientes o testigos (arts. 390 y 456 CPCCN) o (arts. 388 y 458 CPCCBA), se ofrece la pertinente pericial caligráfica por intermedio del especialista respectivo, único de oficio, a fin de que constate la autenticidad de las firmas, caligrafías, escritos, coteje fechas, tintas, elementos escritos, sellos y soportes, etc., comparándolas con documentación indubitada, conforme las características que asuma la maniobra fraudulenta. Igualmente, para el supuesto de referencias de los testigos respecto de estos documentos.

H) DE INFORMES 

Se libren los siguientes oficios:

1. Al Centro Médico “... ubicado en la calle ... N° ... de la Localidad de ... a fin de que acompañe: Legajo médico, el cual incluye información sanitaria e historia clínica, del Sr. ..., DNI: ..., desde la fecha del accidente 3 de octubre del 2016 hasta la actualidad.

2. Al Sanatorio “...”, ubicado en la calle ... N° ... de la Localidad de ... a fin de que acompañe: Legajo médico, el cual incluye información sanitaria e historia clínica, del Sr. ..., DNI: ..., desde la fecha 3 de octubre del 2016 hasta la actualidad.

3. A la empresa ... a fin de que informe: Fecha de ingreso del Sr. ... a prestar tareas bajo su dependencia, categoría laboral y tareas asignadas al momento del accidente en fecha 3 de octubre del 2016. Asimismo, informe sectores en los que laboró hasta el momento del accidente, con indicación de las fechas de cambio de sector, categoría y tarea, horario y remuneración mensual.

4. Al ANSES a fin de que acompañe: Original o copia certificada de historia laboral del Sr. ..., DNI: ... desde octubre de 2015 a octubre de 2016, en la cual se deberá indicar cuáles fueron las remuneraciones percibidas por el actor a través de la empresa ..., CUIT ....

XXIII. DERECHO
Fundo el derecho que asiste a la actora en lo dispuesto por los arts. 1716 y cctes del Código Civil y Comercial de la Nación Argentina, así como en lo establecido por las Leyes 24.557 y 26.773, en cuanto a los artículos que fueron utilizados por esta parte para fundamentar su reclamo, excluyéndose aquellos de los que fue solicitada su inconstitucionalidad, el procedimiento previsto por nuestra Ley 18.345 (11.653 para provincia de Bs. As.) y Código Procesal Civil y Comercial de la Nación Argentina (CPCCBA para provincia de Bs. As.), la jurisprudencia y doctrina invocada en cada tema particular y, por sobre todas las cosas, en nuestra Constitución Nacional.

XXIV. PLANTEA INAPLICABILIDAD DE LA LEY 24.432. SUBSIDIARIAMENTE, SE DECLARE SU INCONSTITUCIONALIDAD

La ley en cuestión fija un tope máximo a la responsabilidad por las costas judiciales que debe soportar el obligado al pago en sus arts. 1 y 8, atentatorios del régimen federal de gobierno y derechos individuales garantizados por la Constitución Nacional en los arts. 1, 4, 5, 14, 14 bis, 16, 17, 18, 19, 31, 33, 75 inc. 2°, 121 y 125 referidos al régimen republicano y federal de gobierno, derecho de trabajo, ejercicio de industria ilícita, justicia conmutativa, igualdad, propiedad, no confiscatoriedad, retribución justa y equitativa, acceso a la jurisdicción, debido proceso, defensa en juicio con irracionalidad manifiesta y arbitrariedad. Quedan comprometidas, igualmente, las garantías de la Constitución provincial en sus artículos 1, 11, 15, 25, 27, 31, 32, 36, 39, 40, 41, 42, 57, 103, inc. 13 y 175, además de las disposiciones pertinentes, arts. 68 a 77 del CPCC, art. 63 Ley 11.653 y Ley 8904. Por ello, se requiere su inaplicabilidad en el caso y, subsidiariamente, se plantea su inconstitucionalidad:

A) Se declare la inconstitucionalidad por violación al sistema federal

Se ha dicho que “El régimen de las costas es, en efecto, materia propia de la legislación procesal y ajena, como principio a la legislación común” (CSJN, Fallos 257:249, ED 8-237; SCJBA, Ac. y Sent. 1971, v. I, p. 1998; DJBA, v. 93, p. 93, p. 73; Ac. y Sent., 1971, v. I, p. 471; Ac. y Sent. 1975, p. 168). La circunstancia de dictarse normas procesales que se dicen incorporadas a los códigos o leyes de fondo no cambia la naturaleza de las mismas.

Asimismo, La corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que: “El congreso no está facultado, cuando reglamenta materias propias del derecho común, para ejercer una potestad distinta de la que le confiere el art. 67 inc. 11 de la Constitución Nacional, alterando el principio de reserva de la jurisdicción local y de la aplicación de esas leyes por los tribunales de provincia” (Fallos 271:206).

Por lo tanto, la Ley 24.432 es una norma dictada por el Congreso Nacional interviniendo la jurisdicción local, al establecer la limitación de la responsabilidad de los obligados al pago de los honorarios, en clara confrontación con el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional.

Atento a lo cual, solicito a V.S. que, en su oportunidad, declare la inconstitucionalidad de los arts. 1 y 8 de dicha norma y art. 277 de la LCT modificado por los artículos recientemente citados.

B) Se declare la inconstitucionalidad por violación al “principio de igualdad” previsto en el art. 16 de la Constitución Nacional

Los artículos cuestionados de la ley citada, al limitar la responsabilidad de los condenados al pago de las costas, infringen el art. 16 de la C.N que establece el principio de igualdad.

En efecto, los letrados de la parte que no ha sido condenada en costas y que, por lo tanto, tiene el derecho de percibir sus honorarios de la parte condenada, ven restringido el ejercicio de dicho derecho, porque los arts. 1 y 8 de la Ley 24.432, que modifican el art. 277 de la LCT, limitan la responsabilidad de la parte deudora, situación que no acontece con los letrados de la parte condenada, porque a los nombrados no les comprende dicha restricción.

En este orden de ideas, la jurisprudencia ha considerado que: “Los arts. 1 y 8 de la ley 24.432 son disposiciones que resultan irrazonables pues se apartan de todo principio de razón y consagran una inequidad toda vez que el remanente debe ser afrontado por quien resultó vencedor y se vio obligado a litigar para obtener el reconocimiento de su derecho. Del mismo modo resulta irrazonable que alguien que realizó su trabajo profesional y que tiene un crédito a su favor reconocido por una sentencia firme pasada en autoridad de cosa juzgada no pueda ejecutar al deudor. Esta disposición legal resulta violatoria del art. 16 de la C.N pues tanto el deudor como el acreedor de un crédito por honorarios judiciales son tratados de un modo diferente del resto de los deudores y acreedores, lo cual significa un menoscabo al derecho de propiedad del trabajo profesional que se presume oneroso (art. 1871 del C. Civil) y su retribución tiene carácter alimentario (en sentido análogo, Sala X, sent. Int. 5082; 30/10/98. “Albornoz, José c/ Establecimientos Gamar y otro”). (CNAT, Sala III, “Goncalvez Romao, José c/ Mastellone Hnos. S.A s/ Accidente”, S.D. N° 82.573, dictada el 24 de agosto de 2001).

Lo dicho muestra la afectación de principios de raigambre constitucional mencionados, por lo que se deja introducido el caso federal en los términos del art. 14 de la Ley 48.

XXV. PLANTEA CASO FEDERAL

Que, en el supuesto caso de no hacer lugar al recurso impetrado, total o parcialmente, o a los planteos de inconstitucionalidad incoados, vengo a hacer reserva del caso federal para ocurrir ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación por la vía del art. 14 de la Ley 48.

XXVI. JURAMENTO
Declaro, bajo juramento, que el presente recurso no ha sido promovida previamente (conf. Acordada 1665/1978 de la CNAT).

XXVII. DENUNCIO PACTO DE QUOTA LITIS
Reconoce el Sr. ..., a favor del letrado que lo representa, Dr. ..., el 20% (veinte por ciento) de todas las sumas que llegará a percibir por todo concepto en las presentes actuaciones, sin perjuicio del derecho que le asiste al profesional de percibir los honorarios que sean declarados a cargo de la contraparte en los términos del art. 4 de la ley 27.423 ((Ley de Honorarios Profesionales de Abogados, Procuradores y Auxiliares de la Justicia Nacional y Federal).
XXVIII. AUTORIZACIONES

AUTORIZO expresamente a los Dres. ... a compulsar el expediente, asistir a audiencias, retirar y dejar escritos y sus copias, oficios, exhortos, cédulas, documentación original y sus copias, etcétera.

XIX. RESERVA DE LA DOCUMENTACIÓN ACOMPAÑADA

Solicito a V.E. haga reserva de la documentación acompañada en la respectiva caja de seguridad del Juzgado. 

XXX. PETITORIO

Por todo lo expuesto, a V.S. solicito:

1) Se me tenga por presentado, en el carácter invocado y por constituido el domicilio procesal indicado.

2) Por presentado en legal tiempo y forma, dándose traslado a la contraria en el término fijado por ley a los efectos de proceder a la correspondiente contestación.

3) Por acompañada la documental y por ofrecida la prueba restante solicitando se la provea favorablemente.

4) Se declaren las inconstitucionalidades planteadas.

5) Se haga reserva del caso federal. 

6) Se concedan las autorizaciones solicitadas. 

7) Se haga reserva de la documentación acompañada.

8) Oportunamente, se haga lugar a la demanda interpuesta en todas sus partes, y se proceda a aplicar condena indemnizatoria en contra del demandado con más intereses, actualización por depreciación monetaria, costas y costos del juicio.

Proveer de conformidad que, 

SERA JUSTICIA.

